Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 35 minutos) 


- Damos inicio a esta sesión extraordinaria de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores, en 
el marco del tratamiento del Presupuesto correspondiente al Período 2005-2009. 


Por ser los primeros invitados vamos a darles una explicación sobre por qué se realiza esta sesión el 2 de noviembre. Sucede que 
la cantidad de pedidos de audiencia que llegaron a último momento, cuando vencía el plazo para hacer la solicitud, ha desbordado 
lo previsto. Podíamos recibirlos hoy, en sesión extraordinaria, o la semana que viene, habiendo vencido ya los plazos de 
presentación del Mensaje Complementario -en caso de que lo haya- pero no parecía tener sentido recibir delegaciones cuando 
nuestro margen de posibilidades quedaba tan acotado. Por esa razón los hemos invitado a concurrir en el día de hoy y les 
agradecemos que hayan venido, ya que sabemos que es un día poco propicio. 


Estamos recibiendo a representantes de la Asociación de Defensores de Oficio "part-time", a quienes les cedemos el uso de la 
palabra. 


SEÑORA DAVILA.- Soy defensor de oficio "part-time" en materia de trabajo. Agradecemos muchísimo que nos hayan recibido en 
un día como hoy. 


En primer lugar, debo decir que no tenemos una Asociación; en realidad, integramos la Asociación de Defensores de Oficio del 
Uruguay, formada por Defensores de Oficio "part-time" y "full-time". 


Pasando al tema que nos trae, quiero expresar que tenemos una pequeña diferencia con el planteamiento que han hecho en este 
Parlamento los Defensores de Oficio "full-time", y aclaro que ellos la conocen y aceptan que hoy vengamos a exponerla. 


En 1991 obtuvimos un beneficio que hoy, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 370 -pido que los señores Senadores 
corroboren si la numeración que digo es la correcta- del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, estaríamos perdiendo. 
Como decía, en 1991 se aprobó el artículo 311 de la Ley N* 16.226, que estableció el porcentaje de remuneración de los 
Defensores de Oficio. Allí se dispuso que los Defensores de Oficio "part-time", al cumplir 25 años de antigúedad en el Poder 
Judicial, percibirían la remuneración correspondiente al Defensor de Oficio "full-time". Aclaro que la diferencia es de un 25%. 
Cuando se aprobó la ley, la Suprema Corte de Justicia la cumplió y comenzó a abonar el sueldo de Defensores de Oficio "full-time" 
a los "part-time" que tenían la antigúedad establecida, pero luego dejó de cumplirla. Hace dos años una compañera planteó su 
reclamo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, diciendo que había cumplido 25 años en el Poder Judicial y que tenía 
derecho a percibir esa remuneración; se entabló el juicio, la sentencia acogió el petitorio, y a partir allí -creo que en el mes de 
marzo o abril de este año- la Suprema Corte de Justicia empezó a pagar correctamente a todos los Defensores de Oficio "part-time" 
que habían cumplido 25 años de trabajo en el Poder Judicial. Sin embargo, en su Mensaje para el Presupuesto Quinquenal, solicitó 
al Parlamento que se modificara ese artículo estableciendo, concretamente, que la retribución total sólo la percibirían quienes 
tuvieran dedicación total y así fue aprobado en la Cámara de Diputados. 


Lo que venimos a pedir -por las razones que mis compañeros ahora van a explicar- es que no se apruebe esa modificación y se 
mantenga el artículo 311 de la Ley N* 16.226 tal como estaba. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 370. 


SEÑOR SECRETARIO.- "Artículo 370.- Modifícase el inciso final del artículo 462 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
en la redacción dada por el artículo 311 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, y por el artículo 26 de la Ley N* 17.707, de 
10 de noviembre de 2003, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


“Los funcionarios a que refiere este artículo percibirán dichas remuneraciones en caso de que los titulares se encuentren en 
régimen de dedicación total. Si no fuera así, la remuneración será del 75% (setenta y cinco por ciento) del sueldo que sirve de base 


para el cálculo de su dotación”. 


SEÑORA GILARDINO.- Tenemos que hacer hincapié en dos aspectos fundamentales. Uno de ellos es que a la fecha quedamos 
solamente trece Defensores de Oficio sin recibir ese beneficio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Defensores de Oficio "part-time"? 
SEÑOR GILARDINO.- Así es. 


¿Por qué digo trece? Porque a partir de ahora, todos los cargos de Defensores de Oficio que designe la Suprema Corte de Justicia 
serán "full-time"; o sea que de aquí en más no habrá Defensores de Oficio "part-time". Por tal motivo, se crearía un desfase con los 
Defensores de Oficio "part-time" -reitero que sólo quedaríamos trece en esa calidad- que, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 311, cobraríamos un 75% del sueldo que sirve de base para el cálculo de la dotación del "full-time". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo mis dudas en cuanto al significado de la diferente denominación. ¿Cuál es la diferencia que existe 
hoy entre los Defensores de Oficio "part-time" y los "full-time"? No me refiero a la diferencia salarial, sino a las tareas, obligaciones, 
el nivel de dedicación, etcétera. 


SEÑORA GILARDINO.- No existe absolutamente ninguna diferencia, ya que tenemos la misma carga horaria y el mismo tipo de 
tarea. La única diferencia es que los "part-time" podemos ejercer la práctica liberal de la profesión en todas las materias que no 
sean aquellas en las que actuamos como Defensores de Oficio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso implica que el "full-time", además de tiempo, tiene que tener dedicación total, exclusividad. No sería 
"full-time" exactamente, sino que entraría en el régimen de incompatibilidad. 


SEÑORA GILARDINO.- Exactamente. El tiempo de tareas es el mismo para los "part-time" que para los "full-time". 


El otro tema que es importante aclarar es el relativo al costo que esto representaría. Hemos estado analizando cuándo llegaríamos 
a cumplir 25 años de trabajo en el Poder Judicial y, en virtud del ingreso de cada uno de nosotros -en mi caso sería el próximo año- 
para el próximo quinquenio solamente tres Defensores recibirían ese beneficio. Así que el costo no es importante, porque además 
se van a ir repartiendo. En la nota que les hemos hecho llegar explicamos, por ejemplo, que para el año 2006 serían tres 
Defensores; para el año 2010, un Defensor; para el año 2012, dos Defensores, y esto terminaría en el año 2026 con un último 
Defensor. En ese momento se terminaría el tema de la categoría de "part-time" con el beneficio de los 25 años. 


SEÑOR MICHELINI.- Si un Defensor Público "part-time" quiere pasarse a "full-time", ¿lo puede hacer? 
SEÑORA GILARDINO!.- Lo puede hacer, pero no puede volver atrás. 

SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuántos Defensores Públicos son "full-time"? 

SEÑORA DAVILA.- Alrededor de 180. 


SEÑOR DIAZ.- Quería recalcar que la función que cumplimos es la misma, desde que el Defensor Penal empieza el tuno hasta 
que el último preso está en el Juzgado. Es decir que trabajan el mismo tiempo el Defensor "full-time" y el "part-time". Lo único 
diferente es que, terminado el trabajo en la Defensoría, o antes de ir a ella, atiende en su escritorio particular; pero la dedicación al 
servicio es la misma. 


SEÑORA GILARDINO.- No quiero hacer casuística pero, por ejemplo, en mi caso soy la Defensora de Oficio de Ejecución Penal 
que tiene más causas penales, aunque soy "part-time". Entonces, no cambia la tarea el hecho de ser "part-time" o "full-time". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me ha asaltado una gran duda, en tanto parece que hay una denominación incorrecta. En realidad, no 
debería ser un tema entre "part-time" y "full-time", sino entre compatibilidad e incompatibilidad. 


En términos reales, de lo que se trata, más allá de cómo esté denominado, es de la incompatibilidad. Razonando según el sentido 
común, digo que si las remuneraciones que reciben los "part-time" fueran similares a las que perciben los mal llamados "full-time", 
estarían cobrando los mismos salarios, a pesar de que unos estarían obligados a la dedicación total, exclusiva, y los otros no. Por 
lo tanto, para que el reclamo fuera justo y aceptable, no sólo tendría que permitirse que tuvieran la remuneración del "part-time", 
sino también sus mismas condiciones, esto es, que fueran incompatibles como ellos; a igual remuneración, igual obligación. Si me 
ubico del lado de los Defensores de Oficio que tienen incompatibilidad, pienso que ellos se sentirían discriminados porque no 
pueden tener otra actividad remunerada, mientras que hay colegas que teniendo el mismo salario, sí pueden hacer otro tipo de 
labores remuneradas. 


SEÑORA GILARDINO.- El tema es que hoy por hoy existe una cantidad de Defensores "part-time" que están cobrando lo mismo 
que los "full-time", a raíz del artículo 311, que sería derogado ahora con esta disposición, dejando afuera solamente a 13 
Defensores "part-time". O sea que si la injusticia existió, empezó desde antes. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿La incompatibilidad es con respecto a ejercer el oficio o se refiere a ejercer cualquier actividad remunerada? 
SEÑORA DAVILA.- Es con respecto a cualquier actividad remunerada, salvo la docencia. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que hubiera equis cantidad de Defensores Públicos "part-time" y que reciben ese 
tratamiento, lo que nos trasmite la Suprema Corte de Justicia es que no debería insistirse en la injusticia y, por tanto, que tiene que 
haber una diferencia entre cualquier Defensor Público, que no puede hacer ninguna otra actividad remunerada, y aquellos que 
pueden realizarla. A los que tienen la incompatibilidad no se la podemos sacar, pero sí se podría empezar a decir que los que 
tienen incompatibilidad total son diferentes a los que tienen compatibilidad. Eso es lo que ellos nos trasmiten, y quizás les sea útil 
saberlo para que puedan hacer sus descargos. 


SEÑORA DAVILA.- En realidad, entendemos ese razonamiento que hizo la Suprema Corte de Justicia. Incluso, me acuerdo haber 
estado en el Parlamento en ocasión de solicitarse la aprobación de ese artículo. En ese momento, no tenía 25 años ni pensaba 
estar en el Poder Judicial otros 25 años. Creo que el fundamento que dieron quienes solicitaron esto, era que se trataba de una 
especie de compensación por haber estado durante 25 años cumpliendo la misma función y haber percibido un 25% menos. Ese 
artículo fue aprobado porque todas las Bancadas lo entendieron justo. 


Personalmente, entendemos ese razonamiento, pero también pensamos que es crear diferencias. En realidad, ya tenemos una 
diferencia, puesto que algunos tienen compatibilidad y otros no; pero tal como lo decía la doctora Giraldino, también ahora va a 
haber una diferencia entre 40 ó 50 Defensores de Oficio "part-time" que estarán percibiendo el mismo sueldo que el Defensor de 
Oficio con incompatibilidad total, y trece -sólo trece- que no lo vamos a recibir. Eso era, entonces, lo que queríamos pedir al 
Parlamento. 


SEÑOR CAMY.- Por mi parte, aprovecho la oportunidad para preguntar cuál es el fundamento de la coexistencia del Defensor de 
Oficio "part-time" y "full-time". A partir del hecho de que el Defensor tiene incompatibilidad, razonamos -seguramente en forma 
conjunta- que por algo existe. Entonces, uno se pregunta cómo es posible que se habilite la existencia sin esas incompatibilidades. 
Si bien hay profesionales que realizan la misma tarea de carga horaria y de responsabilidad -la doctora hablaba de su caso 
particular, es decir, de quien tiene más casos con los que trabajar- ¿cómo corregir la injusticia? En la misma dirección de lo que 
señalaba el señor Presidente, tal vez podría ser -como se pretendía acá- con remuneraciones distintas o, si no, por lo menos, 
haciendo desaparecer las incompatibilidades. No se trata de un tema estrictamente presupuestal, pero me gustaría saber cuál es el 
fundamento, desde el punto de vista de la gremial, de la mencionada coexistencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el mismo sentido de lo que se ha dicho, se me ocurre que a lo mejor la solución podría ser la siguiente. 
Si a los 25 años a los Defensores de Oficio "part-time", por la lealtad durante todos esos años al Poder Judicial, se les otorga la 
posibilidad de cobrar como "full-time", también podría suceder que a aquellos que tienen 25 años como "full-time" se les permita ser 
eximidos de la incompatibilidad, de manera tal que a los 25 años quedaran todos en las mismas condiciones. Sin embargo, lo que 
parece absurdo es que se llegue a una etapa en la que cobren lo mismo quienes tienen incompatibilidades y quienes no las tienen, 
aun cumpliendo tareas similares. 


SEÑORA DAVILA.- Exactamente. 


En respuesta a lo planteado por el señor Senador Camy, digo que en realidad la situación es al revés. Cuando se crearon las 
Defensorías de Oficio, todos eran "part-time". Recuerdo ahora, por ejemplo, que el doctor Martínez Moreno era Defensor de Oficio 
Penal y, por supuesto, era "part-time", así como también los doctores Schurman, Payssé, etcétera; pero después no sabemos por 
qué -pues fue hace muchos años- a alguien se le ocurrió que también podían existir Defensores de Oficio "full-time" y hubo 
personas a quienes les interesó ingresar de esa forma al Poder Judicial. En nuestro caso, cuando ingresamos tuvimos la opción de 
tener dedicación total percibiendo un sueldo mayor, o no tener esa incompatibilidad total, es decir, tenerla sólo en la materia en que 
ejercíamos; finalmente, optamos por la segunda posibilidad, tal vez porque teníamos la posibilidad de tener otro trabajo o por una 
mentalidad diferente. Obviamente, trabajamos mucho más. 


Después, a través de distintas leyes, la situación se fue modificando. Creemos que ahora la Corte, en su nueva integración, quiere 
que casi todos sus técnicos tengan dedicación total o exclusiva. No es un criterio que, personalmente, pueda compartir, pero así 
son las cosas en este momento. Hoy, el Defensor de Oficio que ingresa tiene incompatibilidad total, y durante muchos años algunos 
de nosotros nos hemos mantenido teniendo esa otra condición. En este momento -tal como lo decía la doctora Giraldino- hay 
alguien que ingresó hace un año con incompatibilidad sólo en su materia y esa persona, dentro de 24 años, si este artículo no se 
aprueba, tendrá este beneficio, porque estuvo 25 años en el Poder Judicial cumpliendo las mismas funciones que el Defensor de 
Oficio, que sí tiene incompatibilidad total. La idea es que éste, durante los pocos años más que le restan en el Poder Judicial, 
pueda cobrar ese beneficio. 


SEÑOR DA ROSA.- Ante todo, quisiera saber -aunque, más o menos, puedo intuirlo- cuál es la razón que, fundamentalmente, se 
aduce por parte de la Suprema Corte de Justicia, y que se ha venido sosteniendo durante los últimos años, para que los 
Defensores de Oficio deban tener todos, necesariamente, dedicación total a la función. 


Por otro lado, me gustaría saber qué proporción aproximada hay en la actualidad entre Defensores de Oficio que ejercen la función 
con dedicación total o dedicación plena y los que se encuentran en la situación en que están ustedes, es decir, con dedicación "part 
time". 


SEÑORA GILARDINO.- En primer lugar, las razones exactas las debe de tener la Corte y no las vamos a poder decir nosotros. 
Suponemos que la Corte ha de partir de la base de que "full-time" o dedicación total significa eficiencia, lo que a la vista está que en 
la mayoría de los casos no es así. 


En cuanto a porcentajes, creemos que hay un 80% "full-time" y un 20% "part-time". 


Ahora bien, me parece que estamos apuntando más profundamente al análisis de si es justo o no. Nosotros, simplemente, 
planteamos que en este momento se está dando un desfase entre los propios "part-time", y ese es el gran tema. Es lo que recién 
decía el señor Presidente de la Comisión. Los que trabajamos en régimen "part-time" y vamos a llegar a los 25 años, pretendemos 
esa remuneración para quedar equiparados a todos los "part-time" con 25 años. No estamos pretendiendo nada que agreda a los 
que tienen el régimen "full-time". 


Por otra parte, lo que el señor Senador proponía en el sentido de que los funcionarios "full-time" quieran optar, nos parece genial, 
pero no es un problema nuestro. 


SEÑORA DAVILA.- De hecho, durante varias leyes de Presupuesto no existió la posibilidad de que quienes ya estaban en el Poder 
Judicial optaran por el "part-time". Después veníamos, pedíamos por los compañeros que querían hacer la opción y lográbamos 
que el Parlamento aprobara un artículo que les daba esa posibilidad por determinado tiempo; al respecto, recuerdo que, en algunos 
casos, 60 días después de la entrada en vigencia del Presupuesto, podían optar. Hoy, en cambio, no pueden optar, pero 
perfectamente se podría aprobar ahora la posibilidad de que sí lo hicieran. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos parece que el problema está claro y que la información es suficiente, más allá del debate que luego 
nosotros podamos tener. 


SEÑOR MICHELINI.- Creemos que a quienes nos visitan y a nosotros mismos, nos queda claro que hay una política muy dura de 
la Corte con respecto a este tema. Quiere que todos sean incompatibles y viene militando activamente en ese sentido, más allá de 
los cambios de autoridades. 


SEÑORA DAVILA.- A mi juicio, los gastos aumentan innecesariamente. 


SEÑOR MICHELINI.- El articulado expresa una política que, como un tractorcito, se viene llevando adelante Corte tras Corte, 
independientemente de si estamos de acuerdo o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, la política en materia de Justicia la tiene que marcar la Corte. Nosotros discutimos la asignación 
de recursos, pero de ninguna manera podríamos -particularmente en este tema- interferir en la política de conducción de la Justicia. 


Agradecemos, entonces, la presencia de la delegación. 


(Se retira de Sala la delegación de Defensores de Oficio "part-time" del Poder Judicial.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores continúa con el 
tratamiento del Presupuesto Quinquenal 2005-2009. Recibimos, en este caso, a los representantes de la Asociación de 
Funcionarios Electorales del Uruguay a los efectos de que nos planteen su preocupación; luego, los señores Senadores harán las 
preguntas que consideren convenientes. 


SEÑORA NARIO.- En nombre de la Asociación, agradecemos que nos hayan recibido para poder expresar todo lo que refiere al 
Presupuesto y a las inquietudes que tenemos los funcionarios de la Corte Electoral. 


El proyecto de Presupuesto por parte de la Corte Electoral consta de 14 artículos, de los cuales del 1* al 9%, el sindicato no tiene 
mayores variantes y del 10 al 14, -que comprende la parte de inversiones y proyectos que tiene el organismo con respecto a su 
informatización- lo hizo la Corte y el sindicato no participó. 


Del 1% al 9%, vemos la tabla salarial; sabemos que la Corte es un organismo especializado y nuestras reivindicaciones 
fundamentales tienen que ver con el salario y todo lo referente a la mejora del organismo, para un mejor servicio a la ciudadanía. 
Pedimos un incremento en la prima salarial -tal como pueden ver en el memorándum que adjuntamos- y una compensación 
especial para aquellos funcionarios que cumplen tareas diferentes, inherentes a su cargo presupuestal. 


Actualmente, en la Corte Electoral se está formando lo que es el Centro de Cómputos; antes había cuatro funcionarios y en la 
actualidad hay 21 y tiene que ver con el área de la Oficina Nacional Electoral que abarca, por supuesto, a todo el país. Entonces, 
para dichos funcionarios, para los telefonistas, choferes y serenos, se les pidió una partida especial para pagar esas tareas. 


Respecto a la extensión horaria, el sindicato pretende un tratamiento diferente, pero luego la compañera Vinci se referirá a ese 
tema. 


También pedimos la cuota mutual. En este sentido, tenemos conocimiento de lo que fue aprobado en la Cámara de 
Representantes; esperamos que los señores Senadores puedan cambiar algunos puntos, principalmente, del Presupuesto, que es 
lo que realmente nos preocupa, especialmente lo que tiene que ver con inversiones. La Corte tiene un proyecto de informatizar tres 
Registros fundamentales. Tenemos la parte de Ciudadanía Legal que requiere una informatización ya que de ahí se sacan todos los 
datos con respecto a los ciudadanos extranjeros que solicitan su residencia en el país y también a los hijos de ciudadanos 
naturales del Uruguay. También está todo lo relativo a la informatización de cancelaciones y del Registro Electoral, para el archivo 
de las copias fieles de la credencial cívica. El sindicato considera que hay otras formas de hacer ese trabajo y, además, en otros 
tiempos. Asimismo, de acuerdo con el proyecto que elaboramos, podríamos abarcar muchas más tareas en un horario menor. 


SEÑORA VINCI.- Concurro en nombre de la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay a los efectos de plantear nuestras 
necesidades, no sólo de orden individual o sectorial de los funcionarios de la Corte Electoral, ya que consideramos que nuestra 
propuesta constituye una mejora para su funcionamiento y para la atención a los usuarios que, en definitiva, son los destinatarios 
finales de la función que cumplimos nosotros y el organismo que nos rige. 


Históricamente, hemos tenido una posición contraria al pago de horas extras por la extensión horaria. Si bien hemos recibido un 
apoyo moral o filosófico y conceptual -tal como se le ha llamado- por parte de los nueve Ministros de la Corte Electoral en lo que 
hace a nuestro proyecto alternativo relacionado con el pago extraordinario, no hemos visto pruebas contundentes tendientes a 
efectivizar ese cambio. Concretamente, proponemos el aumento de la permanencia a la orden. Al respecto, advierto que nuestra 
iniciativa figura en el documento que hemos entregado a la Comisión. 


En la actualidad, la prima que recibimos por concepto de permanencia a la orden se ubica en los $ 1.907 fijos para cada uno de los 
funcionarios. Consideramos que no amerita una extensión horaria como la que sí es necesaria cuando hay actos eleccionarios, que 
muchas veces ha llevado a que tengamos que trabajar doce horas e, incluso, sábados, domingos y feriados. En nuestra Exposición 
de Motivos señalamos que, por supuesto, no compartimos el tema de las doce horas, porque lo consideramos inhumano y porque 
los trabajadores lucharon desde hace muchos años por la jornada laboral de ocho horas. Entonces, pensamos que es un derecho 
realizar las tareas en un horario más acotado, lo cual es perfectamente viable. La realidad es que, como los sueldos son magros, 
las horas extras muchas veces contemplan esas necesidades salariales; entonces, se generan atrasos que, obviamente, no son 
reales. 


Tampoco podemos -y aclaro que somos integrantes de la Comisión Directiva del sindicato- responsabilizar al funcionariado por 
esas situaciones que se generan como consecuencia de que la Corte Electoral siempre ha funcionado así. Cabe destacar que, sin 
una ley especial, podría distribuir de forma diferente la partida que percibe para gastos eleccionarios, pero está claro que no ha 
tenido voluntad de hacerlo. Sin temor a los términos, entendemos que ese ha constituido un instrumento de poder interno a nivel de 
la Corte Electoral. Las horas extras se distribuyen por despacho y no en forma general a todos los funcionarios. Incluso, ha sido 
una forma de trabar, en muchos aspectos, la organización sindical. El hecho de vincularse de una manera especial con los distintos 
despachos, genera la posibilidad de obtener el gran premio del escrutinio -"el gran hermano", digamos- o tareas especiales, como 
la instrucción o las horas extras que son necesarias para cumplir las tareas en los distintos Registros. 


Por ejemplo, en el artículo sobre inversiones del proyecto de Presupuesto de la Corte Electoral -que no lo compartimos, porque 
tampoco participamos en su elaboración, como sí lo hicimos en la primera parte, la que va del artículo 1% al 9”- se plantea la 
informatización de determinados Registros, con 70 compañeros en uno y 18 en otro, por un año o dos. Eso implica el aumento 
indirecto de sueldos, a través de horas extras, para determinado grupo de funcionarios. Uno de los argumentos que maneja la 
Corte Electoral es la imposibilidad o la duda de poder cumplir, porque hasta ahora ha sido así y de esa manera garantizan el 
funcionamiento. Consideramos que esto significa continuar con la misma manera de pensar: mejor seguir con lo malo conocido; sin 
embargo, nosotros optamos por lo bueno por conocer. Ahora, "lo bueno por conocer" tiene que estar fuertemente reglamentado. Al 
respecto, estamos llevando adelante negociaciones con la Corte para formar una Comisión bipartita y así poder instrumentar un 
proyecto de reglamento. En el caso de que se den estas posibilidades, habrá que negociar con el Poder Ejecutivo, porque sabemos 
que es quien tiene la iniciativa privativa en este caso. 


Nos interesa que sepan que este proyecto no está descolgado del tema presupuestal. El propio Poder Ejecutivo presentó informes 
elaborados por la doctora Ana Bogacz, por la Presidencia de la República, y por la contadora Magela Manfredi, por el Ministerio de 
Economía y Finanzas. Me voy a permitir leer la parte final de estos informes, ya que son sólo cuatro renglones. El informe de la 
contadora Manfredi hace un análisis con respecto a por qué no se le debe pagar a la Corte Electoral horas extras por la extensión 
horaria, ya que se cobra permanencia a la orden y mayor horario. Dice así: "No obstante ello, se entiende que la problemática de la 
Corte Electoral debe ser considerada en oportunidad de la formulación del Presupuesto para este quinquenio, generándose un 
adecuado marco de discusión que permita encontrar soluciones a la misma". Este es el marco que nosotros quisimos darle y, por 
eso, lo hablamos en la Cámara de Representantes, lo hacemos ahora en el Senado y ya hemos solicitado ser recibidos por el 
Ministerio de Economía y Finanzas. En el mismo sentido, la doctora Bogacz plantea: "Teniendo en cuenta que la naturaleza de los 
actos mencionados en el proyecto integran los cometidos propios de la Corte Electoral, se entiende que la iniciativa debería ser 
considerada en oportunidad de la formulación del Presupuesto Nacional quinquenal por crear, con carácter permanente, un 
régimen diferente al de los demás organismos". 


En este marco insertamos nuestra propuesta, que está vinculada directamente al voto en la próxima actuación, que refiere a la ley 
del Banco de Previsión Social. La Corte Electoral ha realizado gestiones permanentes para que se vote el horario extraordinario por 
parte del Parlamento, y los fondos correspondientes por parte del Poder Ejecutivo. Queríamos anticiparnos a estos 
acontecimientos, porque hace un año y medio, cuando comenzó el período eleccionario, nos plantearon que era tarde y que no 
había posibilidades de instrumentarlo. Ahora no queremos que vuelva a ser tarde, sino más bien temprano. 


Este proyecto fue puesto en duda por parte de los integrantes de la Corte, con respecto al respaldo que podía llegar a tener dentro 
de los 950 funcionarios. Sin embargo, el viernes realizamos un plebiscito en el que participó el 88% de los funcionarios -a padrón 
abierto, no afiliados a la Asociación de Funcionarios; somos 600 los afiliados en todo el país- y el 91,7% votó a favor de este 
proyecto. 


Debemos tener en cuenta que somos los únicos funcionarios públicos con filiación político partidaria declarada. En consecuencia, 
obviamente, los números antedichos no representan los actuales porcentajes de la correlación de fuerzas del país, lo que 
demuestra que el apoyo no es de algún sector en particular sino de todos. Tal vez solo nosotros podamos entender lo que significa 
funcionar en un sindicato con filiación político partidaria. 


Esperamos haber sido suficientemente claras en nuestras exposiciones y pretendemos que, al menos, nos hagan alguna consulta 
para que nos quedemos contentas, pensemos que se interesaron en el tema y así lo podamos hacer llegar a nuestros compañeros 
en la próxima Asamblea. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: muchas de las inquietudes que han presentado los funcionarios tienen respaldo y nos 
parece muy sabio que manifiesten que están todos inmersos en el tema en la medida que cuentan con una Corte que no se ha 
reestructurado y que puede estar cuestionada en los aspectos de las políticas a llevar -no de los dictámenes- porque no se ha 
renovado en las modificaciones electorales que el país tiene. Todos esperamos que se renueve, pero lo cierto es que, hasta la 
fecha, no ha ocurrido. En realidad, uno aspiraría a que esa nueva Corte junto con los funcionarios -quienes, independientemente de 
la filiación política, son trabajadores- generen un escenario que permita que muchas de estas cosas surjan, no sólo con el apoyo de 
los empleados, sino con los aires que una renovada Corte tenga. 


De no ser así y si alguna de estas modificaciones que se han planteado no se plasman, considero que deberíamos trabajar, codo a 
codo, para la Rendición de Cuentas. Me da la sensación -lo digo con sinceridad- que para muchos pesa la posibilidad de que si 
bien se planteen ciertas modificaciones, luego la Corte no se renueve. En consecuencia, debemos cuestionarnos si vamos a 
esperar cinco años para resolver estos temas. Considero que si estos puntos no se atienden en un período de 15 días, habría que 
buscar alguna Comisión especializada, del Senado o de la Cámara de Representantes, para trabajar con el fin de que algunos de 
estos temas lleguen con tiempo y respaldo político -en este caso, no de los funcionarios sino del Parlamento- a ser tratados en la 
Rendición de Cuentas ya que, reitero, no corresponde que estemos paralizados otros cinco años. 


Creo que los funcionarios, independientemente de algunos recursos que se plantean, sienten que, a veces, tienen más relación que 
los propios miembros de la Corte que, repito, en algunos casos ni siquiera representan a la interna de su sector. Digo esto porque 
hay sectores de algún partido que hace diez años fue mayoritario, que hoy no figuran, más allá de que se supone que dentro de los 
miembros de la Corte hay neutrales y partidarios. 


SEÑORA DALMAS.- En lo personal, me congratulo de que un sindicato defienda cualquier otro tipo de compensación por mayor 
horario menos la hora extra. Realmente existen pocos, y creo que es importante; pero es una discusión que se va a dar, 
indudablemente, en la reestructura del Estado, que no fue posible implementar en este Presupuesto, porque nos encontramos con 
un Estado que ha acumulado problemas, disparidades y vicios de hace muchos años. 


Ahora bien, ustedes utilizaron una expresión que realmente me impactó: dijeron que las horas extras funcionan por despacho. 
Quisiera saber qué significa exactamente porque, más allá de que entiendo que no comparten el funcionamiento vía horas extras, 
de todas formas hay necesidades que ameritan extensiones horarias. 


SEÑORA VINCI.- Vamos a poner el ejemplo concreto de lo que está sucediendo en este momento: la finalización del escrutinio de 
las elecciones universitarias. Los nombramientos para la integración de las escrutadoras o las tareas administrativas vinculadas a 
esa actividad se realizan sobre la base del siguiente criterio: si se necesitan, por ejemplo, 150 funcionarios, se divide 150 entre 9. Si 
eso no es una aberración, que alguien nos lo diga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eso se debe a que son nueve Ministros? 
SEÑORA VINCI.- Exactamente; nueve son los Ministros o los despachos, como los queramos llamar. 


Uno de los sectores de funcionarios con determinada filiación tuvo un avance con respecto a este tema, que fue el de nombrar tres 
veedores a los efectos de garantizar el estricto contralor de los nombramientos, en función de los cargos que correspondían para 
aquellas tareas que efectivamente requerían una capacitación determinada y aquellas que no la requerían. En concreto, se logró 
que los nombramientos se hicieran en un estricto orden alfabético. Desgraciadamente, los otros dos sectores representados dentro 


de la Corte Electoral no tienen esa suerte; están en peores condiciones, porque los despachos realizan los nombramientos en 
función, ni más ni menos, de quien les guste o no, quien sea más o menos amigo, o quien haya participado o no cuando se 
conformó esta instancia gremial. Hace un año y medio tuvimos la triste y lamentable experiencia de que algún despacho llamó a 
algún integrante de la lista gremial que se había conformado para decirle que se olvidara del tema, e incluso, una compañera que 
tiene la calidad de instructora fue retirada de la instrucción para la que había sido nombrada. Creemos que todas estas prácticas 
deben ser desterradas de plano. 


Quiero hacer algún comentario en cuanto a lo que el señor Senador Michelini había planteado con respecto a la Rendición de 
Cuentas. Este planteo nos lo hizo la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y lo que nosotros le señalamos -por eso lo 
manifestábamos aquí- es que considerábamos que había momentos anteriores a la Rendición de Cuentas, como era la situación 
de la elección del Banco de Previsión Social. En ese sentido queríamos que ya, desde el arranque, pudiéramos tener una definición 
política que implicara no continuar con las mismas prácticas. 


Con respecto o no al cambio de la Corte Electoral, lo que sí tenemos actualmente es una relación que podemos aprovechar -así lo 
hemos hecho en este último período- ya que estuvieron dispuestos a conformar una Comisión bipartita para la reglamentación de 
este proyecto, porque tampoco queríamos que, en el caso de que hubiera apoyo político para aprobar esta iniciativa, nos dijeran 
que no teníamos el reglamento para aplicarlo. Nosotros ya contamos con las bases del reglamento y las queremos negociar con la 
Corte Electoral; de la misma forma, pretendemos que la Comisión de Reestructura participe con nosotros, para lo cual mañana 
tendremos una reunión, a las 16 horas, con el Presidente de la Corte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sí si algún señor Senador desea formular alguna pregunta, pero aclaro que tenemos un atraso 
importante con respecto a las demás delegaciones que debemos recibir. 


Agradecemos la presencia de la actual delegación y les pedimos disculpas por haberlos recibido en un día no propicio, pero la 
tarea así lo demandaba. 


(Se retira de Sala la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay) 
Material proporcionado por la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay 
(Ingresa a Sala el Sindicato de Funcionarios de Fiscalías de Corte) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recibimos al Sindicato de Funcionarios de Fiscalías de Corte y les pedimos disculpas por haberlos 
convocado en un día como hoy, pero los tiempos así lo exigen. 


La Mesa aclara que en la mañana de hoy debemos recibir a numerosas delegaciones y tenemos un tiempo limitado para hacerlo; la 
idea es que puedan presentar sus planteos en un lapso de diez minutos y también contestar algunas preguntas que puedan surgir 
por parte de los señores Senadores. 


SEÑOR BASALÓ.- Agradecemos a la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda la deferencia que han tenido con 
nosotros y debemos repetir lo que manifestó mi compañero, cuando ingresamos, en el sentido de que no venimos a pedir recursos, 
sino a solicitar una redistribución de los que ya tiene el organismo. Nosotros somos funcionarios de las Fiscalías de Corte y 
representamos a casi la mitad de los integrantes del organismo; luego están los Magistrados y los técnicos. Sabemos que los 
Magistrados han conseguido un aditivo en la Cámara de Representantes, por el que mantienen la equiparación con el Poder 
Judicial y hemos oído que posiblemente también los Secretarios Letrados consigan lo mismo. Todo esto conlleva un costo para el 
Estado porque deberá ser financiado, según supongo, por Rentas Generales. 


Por nuestra parte, y a diferencia de los compañeros técnicos, hemos sido un poco más creativos y tratamos de redistribuir los 
recursos que tenemos dentro del organismo de tal forma que si hubiera alguna erogación para el Estado, ésta sería mínima, a fin 
de que pudiera prosperar más fácilmente nuestra propuesta. Nosotros nos basamos en los recursos que hoy tiene el organismo, 
que son las partidas por horas extra resultantes de sus economías, a redistribuir entre las funciones distintas a las del cargo, que 
actualmente se llevan a cabo en forma poco equitativa. 


Todos estos datos son economías que resultan de la última Rendición de Cuentas. Ateniéndonos a esos números y a algunos otros 
recursos, planteamos un artículo que nos permita redistribuir ese dinero dentro de los salarios de los funcionarios que, en algunos 
casos -y me refiero particularmente a aquellos que ganan menos- representaría hasta un 40% de su salario. 


Algunos señores Senadores se preguntarán por qué se habla de una partida y no de un porcentaje. El tema es que nuestra 
pirámede de sueldos está muy achatada. La mayoría de los cargos, es decir administrativos, de servicio y de oficio, ganan muy 
poco con relación a los cargos superiores. Por tanto, pensamos que una partida fija podría subir un poco esa base que está muy 
achatada en la parte baja de la pirámide, con una punta muy por encima. De esta forma a los que ganan menos les estaríamos 
dando un porcentaje mayor, sin dejar de contemplar a los otros compañeros que, aunque ganan mucho, también son compañeros. 


Como un anexo aparte, consideramos que no todos tienen que recibir lo mismo, porque hay compañeros a los que por la Rendición 
de Cuentas se les salarizó la partida de mayor responsabilidad, y esos recursos en un principio los habíamos contemplado para 
redistribuir. Tampoco es justo que unos compañeros reciban un monto y otros el mismo, habiendo conseguido por otra ley -se sabe 
que desde nuestro punto de vista, no se promovió- la misma cantidad de dinero. 


En ese caso, excluimos a los funcionarios que tienen una partida importante por salarización del 0.90, mayor responsabilidad, de tal 
forma que aquellos que no han recibido nada lo perciban ahora. 


Queremos agregar que tenemos el caso de algunos funcionarios redistribuidos de otros organismos que, teniendo cargos muy 
bajos, ganan tres o cuatro veces más que su par. Por ejemplo uno de esos administrativos redistribuido gana $ 20.000, cuando un 
compañero con la misma tarea y el mismo cargo gana $ 6.000. Nosotros creemos que tampoco es justo que ese compañero, 
ganando ese monto, reciba la misma partida que el otro. 


Si tuviéramos más recursos sería otro cantar, pero no los pedimos. De esa manera que recién expliqué, lograremos subir un poco, 
como dije, la pirámide tan achatada. Insisto, en que se trata de recursos propios del organismo y economías que se generan. 
También existen otros recursos, que no son economías, que se distribuyen en forma discrecional; en tal caso, esos rubros, si el 
Parlamento decide así, dejarán de ser discrecionales y pasarán a ser parte de esas partidas fijas que planteamos. 


Por otro lado, tenemos algunas otras economías que están destinadas, es decir, partidas especiales llamadas proventos que, por 
determinadas leyes, estructuras y excedentes, el organismo a fin de año tiene que verter a Rentas Generales. Si logramos que 
estas reglamentaciones y decretos sean derogados, en la parte que nos corresponde, estaremos alcanzando un incremento del 
40%, fruto de esa partida que hoy percibimos por concepto de proventos. 


Esto es lo que corresponde a las partidas que tenemos propias del organismo. Después hay otras partidas que percibimos, que son 
las correspondientes a capacitación técnica. Los Magistrados y técnicos cobran perfeccionamiento. Estos dos artículos forman 
parte de la equiparación y quisieron ser un espejo de una partida que recibió el Poder Judicial en la anterior Ley de Presupuesto. 


Las partidas de perfeccionamiento académico y de capacitación técnica se cobran por el rubro Gastos, y al inicio, al 19 de enero de 
2001, implicaban $ 600 por funcionario; hoy, después de tanto tiempo, representan $ 618. Como se verá, esa partida no fue 
reajustada de ninguna forma, ni por IPC ni por los aumentos salariales. Cuando se restringió el gasto por medio de un decreto se 
podría haber exceptuado esta remuneración de los funcionarios, pero las autoridades consideraron que no debía ser así. Por tanto, 
solicitamos que se nos reajuste esa partida y damos la forma de financiación. El organismo ha logrado algunas economías dentro 
del rubro Gastos -ya sea porque no necesita hacer el gasto o porque no debe hacerlo, a pesar de que la suma ya ha sido asignada- 
y ese monto podría reajustar esta partida haciendo que recupere su valor. Por tanto, esto tampoco implicaría gastos; es decir que 
seguimos sin pedir dinero. Como esta partida es para gastos, siempre está librada al buen o mal criterio de las Administraciones de 
turno, y ni siquiera hemos recibido los magros aumentos salariales. Por ello, solicitamos que esta partida se pase al Rubro 0 
"Salarios", pero sin aportes. De esta forma, la partida no quedaría librada a las Administraciones y recibiría los aumentos sucesivos 
que otorgue el Poder Ejecutivo. Si entra como Rubro 0 y en la misma categoría de los técnicos -que tienen una partida líquida, sin 
aportes, por concepto de arrendamiento, denominada "Vivienda"- no generaría gastos para el Estado, pues éste no tendría que 
cubrir los aportes patronales ni la pérdida salarial que tendrían los funcionarios. En definitiva, sería una transferencia del Rubro 
Gastos al Rubro 0. Esta es nuestra segunda propuesta sobre remuneraciones. 


Tenemos otra propuesta que sí tiene costo y que no le buscamos la financiación, porque entendemos que no nos corresponde a 
nosotros, como sindicato, sino al Poder Ejecutivo o al Parlamento. 


En el año 2003, por ley, se le asignó la cuota mutual al Poder Judicial, y por la amplitud que tiene nuestra equiparación, nos debería 
haber correspondido el mismo beneficio; sin embargo, en ese momento los informes del Poder Ejecutivo establecieron que por no 
estar presupuestado, no nos lo pagaban. No se nos decía que no tuviéramos derecho; en realidad, reconocían nuestro derecho a 
esta partida, pero como no estaba presupuestada no nos la pagaban. En esta instancia, pues, los funcionarios solicitamos que se 
cumpla con esa ley, porque como no nos excluyeron, nos consideramos incluidos. Pretendemos que el Poder Ejecutivo, el 
Parlamento en este caso, financie esa partida por cuota mutual, quizá tratando de conseguir los mismos convenios que ya tiene el 
Poder Judicial. No solicitamos que ello sea a partir de enero de 2004, como lo recibió el Poder Judicial, porque no podemos pedir a 
este Gobierno que pague lo que no pagó el anterior, pero sí que se presupuesten estos costos a partir del 1% de enero de 2006. De 
esa forma, a partir de la responsabilidad que le cabe a la nueva Administración, se cumpliría con lo que dicta la ley. 


SEÑOR MICHELINI.- Sin desmedro de la justicia del planteo, quisiera decir que otros funcionarios también lo han solicitado, y 
legítimamente, porque tienen razón de aspirar a un buen nivel de salud, aunque no los habilite una norma, como sí ocurre con 
quienes nos visitan. Sin embargo, queremos trasmitir que ya está en marcha -y algunos artículos lo anuncian- un proyecto de 
reforma de toda la salud, por el que se pasaría a un sistema nacional mediante el cual a cada funcionario, público o privado - 
incluso, no siendo funcionario se podría acceder a través del Impuesto a la Renta, por ejemplo- se le descontaría un porcentaje de 
los ingresos y podría elegir dónde asistirse. Por supuesto, lo estoy diciendo de modo simple, pero es algo mucho más complejo. 


Independientemente de la parte presupuestal o de si les asiste razón en función de normas anteriores, lo que quiero decir es que 
por parte del Gobierno hay intención de solucionar el tema a breve plazo, no sólo para estos funcionarios, sino para todos. 


SEÑOR PRANDO.- Lo que queremos dejar en claro es que con esto pretendemos evitar 240 juicios, porque hemos hecho las 
consultas con abogados y nos asiste razón. 


Conocemos el sistema integral de salud, pero pensamos que va a demorar más tiempo del que se prevé. No le queremos poner 
palos en la rueda al Gobierno -traemos planteos que no tienen costo, intentando por todos los medios distribuir dinero que ya 
tenemos- pero reitero que conocemos el sistema al que hace referencia el señor Senador Michelini y pensamos que va a demorar 
más de lo que todos desearíamos en ponerse en práctica. Hacemos este planteo, que sería a partir de 2006, a fin de evitar que los 
compañeros nos lleven a tener que iniciar 240 juicios. 


SEÑOR BASALÓ.- Esta solución sería mientras se pone en marcha el sistema del que hablaba el señor Senador Michelini. 
Sabemos que cuando empiece a funcionar el Seguro Nacional de Salud dejarán de existir estas situaciones, porque todos 
seríamos iguales ante los organismos de salud. Sin embargo, tenemos un derecho adquirido y queremos que mientras tanto se 
cumpla con él. Comprendemos que esta erogación puede ser un grano de arena más en el Presupuesto, pero nuestro planteo no 
apunta sólo a pedir este dinero y dejarlo para los funcionarios, sino a tratar de evitar que, por mandato del resto de los compañeros, 
el Estado tenga una erogación mayor. 


Tratamos que esta propuesta prosperara dentro de nuestro sindicato, no porque seamos una filial del Gobierno -no lo somos- sino 
porque creemos que a todo nuevo Ejecutivo tenemos que darle la derecha para que pueda hacer su Presupuesto. 


Además, sería más conveniente para el Estado que esto se presupuestara a partir del 1? de enero y no que tengamos, incluso 
contra nuestra voluntad, que respetar una decisión de una asamblea y tener que ir a un conflicto con el Poder Ejecutivo por el 
hecho de tener que reclamarle lo relativo al año 2004, cuando éste no tiene responsabilidad. 


SEÑOR GONZALEZ.- Ayer, cuando fuimos a cobrar, vimos una algarabía muy grande porque parece que los técnicos habían 
logrado equipararse a los Jueces de Paz. Entonces, nos vemos un poco desplazados con respecto a este asunto, porque a las tres 
partes del Ministerio Público no las hemos podido unir y no hemos logrado formar una coordinadora. A su vez, somos la única parte 
que fue creativa -a lo mejor está mal lo que planteamos- y hasta ahora no hemos tenido una buena respuesta. Repito que somos 
los más desplazados, incluso, con respecto a los sueldos. Por lo tanto, es importante que se haga un esfuerzo porque tenemos los 
peores sueldos. Colaboramos con los Fiscales que archivan los casos, etcétera, y ellos se destacan en la prensa; pero nosotros 
somos los que estamos a su lado y nuestra mano de obra -así lo creemos- es tan importante como la de ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera aclarar que la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda de la Cámara de 
Senadores todavía no entró en la etapa de votar el articulado, cosa que está previsto comenzar la semana que viene. Por tal 
motivo, no existe ninguna decisión, formal o informal, de la Comisión, por lo menos que nos hayamos enterado, lo que no significa 
que pueda haber algún Senador que haya adelantado su opinión favorable ante algún reclamo. Ahora bien, si se trata de opiniones 
adelantadas por Senadores sobre reclamos, estarían todos más que satisfechos. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber qué costo tiene el artículo 7* -en pesos o dólares- que viene propuesto en el material que nos 
alcanzaron. 


SEÑOR BASALO.- Aproximadamente para todos los funcionarios -no solamente los administrativos, sino para los Fiscales y los 
técnicos- serían alrededor de $ 5:500.000. 


SEÑOR DA ROSA.- Quisiera saber si por parte de los funcionarios se ha conversado sobre estos artículos proyectados, ya sea con 
quien esté a cargo de la Fiscalía de Corte o con las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura porque, en definitiva, son 
funcionarios dependientes de dicha Cartera. 


SEÑOR GONZALEZ.- Uno de los objetivos del sindicato, que se creó el 13 de mayo de este año, era lograr una comunicación 
fluida -ya que realmente somos un sindicato negociador- con el jerarca de la Unidad Ejecutora que, en este caso, es el doctor 
Marcelo Brovia, subrogante del doctor Peri Valdéz, pero no lo hemos conseguido. Al respecto, hemos mandado cartas y ahora 
solicitamos una bipartita para discutir los fueros sindicales. Reitero, no hemos podido lograr nada, ni siquiera que nuestras 
aspiraciones las incorpore en el Presupuesto, porque no nos recibió para hacérselas llegar. Es decir que no tuvimos la posibilidad 
de hablar con él -no hemos contado con su apoyo- y todo lo realizamos nosotros, a través de la Confederación de Funcionarios 
Públicos y de nuestro trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia y la información brindada, pidiéndoles disculpas por el día en que fueron 
convocados. 


(Se retiran de Sala los representantes del Sindicato de Funcionarios de Fiscalías de Corte) 
Material proporcionado por el Sindicato de Funcionarios de Fiscalías de Corte 
(Ingresan a Sala los representantes del Movimiento de la Juventud Agraria) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el agrado de recibir a la delegación del Movimiento de la Juventud Agraria, en el marco del 
tratamiento del Presupuesto Quinquenal 2005-2009. 


Debido a la gran cantidad de audiencias que tenemos en el día de hoy, nos vemos obligados a ser muy estrictos en el cumplimiento 
de los tiempos. Por lo tanto, les informamos que tienen 10 minutos para hacer la presentación de vuestro planteo y seguidamente 
permitir que algún señor Senador -en caso de que desee hacerlo- pueda realizar preguntas y, en ese caso, ustedes responderlas. 


SEÑOR MARTINEZ.- Soy extensionista del Movimiento de la Juventud Agraria. En la carpeta que entregamos a los señores 
Senadores, hacemos una presentación del Movimiento, por lo que vamos a hacer una exposición muy breve, en la que haremos 
hincapié en el tema que nos convoca a esta reunión. 


El Movimiento de la Juventud Agraria fue formado por la Asociación de Ingenieros Agrónomos en el año 1945, con el cometido de 
llevar las nuevas tecnologías hacia el medio rural, a través de las Escuelas Rurales. Desde entonces se ha venido trabajando 
incansablemente. Asimismo, cabe resaltar que a través del Presupuesto Nacional, desde el año 1950, el Movimiento recibe una 
partida del Estado que es controlada, de alguna manera, por el Tribunal de Cuentas, mediante auditorías externas y rendiciones 
limitadas, trimestralmente. 


El tema que hoy nos trae aquí es que en el proyecto de ley de Presupuesto se dice que tenemos que pasar a hacer un compromiso 
de gestión con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Ocurre que ese compromiso implica la complicación de que se debe 
presentar un proyecto de trabajo y luego el Ministerio verá el dinero que asignará para dicho proyecto. La partida que recibe el 
Movimiento de la Juventud Agraria es para su funcionamiento; precisamente, en la carpeta que entregamos está detallado en qué 
se gasta el dinero. Así, tenemos que un 33% se destina al pago de sueldos; un 13% va al Banco de Previsión Social; un 7% se 
destina al pago del alquiler del local -se alquila una modesta casa, cerca de Tres Cruces, para que los jóvenes puedan reunirse-; un 
4% va para los gastos de representación, cuando se manda a los muchachos a algún encuentro internacional, o incluso dentro del 
país; un 11% va para gastos de funcionamiento y después queda el pago de ANTEL, Banco de Seguros del Estado, UTE, OSE e 
impuestos. O sea, todos los gastos tienen vencimientos mensuales, y sin recibir el dinero cada mes, no podremos cumplir con esos 
compromisos; obviamente, en esas condiciones, la institución no podrá seguir funcionando. 


Entonces, lo que pedimos es dejar de lado el compromiso de gestión y seguir rindiendo cuentas al Ministerio de Economía y 
Finanzas; es decir, continuar como hasta ahora, con la revisión del Tribunal de Cuentas y con la auditoría externa que, de alguna 
manera, dan la transparencia necesaria como para que el Estado y los propios jóvenes puedan saber en qué se gasta el dinero y 
adónde va. 


A su vez, tenemos un recorte que, viéndolo en números fríos, es mínimo, pues la cifra actual es de alrededor de $ 1:200.000, 
mientras que ahora pasamos a $ 1:166.900, si no me equivoco. Entonces, en esta instancia debemos hacer una nueva 
reestructura. Ya en el año 2000, el Movimiento de la Juventud Agraria venía con $ 1:500.000 y tuvimos que hacer una enorme 


reestructura para poder adaptarnos con $ 300.000 por año, dado lo acotado del Presupuesto. Sucede que ahora, al tener un nuevo 
recorte, se nos limita la posibilidad de trabajar en los departamentos en que estamos trabajando y también de cumplir con algunos 
de ellos, como es el caso de Maldonado, cuya nueva Administración Municipal nos está pidiendo que vayamos a trabajar allá, lo 
que nos resulta imposible con este recorte, dada la situación actual. 


Entonces, reiteramos el pedido que hemos hecho, que es lo que nos ha motivado a estar hoy aquí presentes. 


SEÑOR BUBA.- Por mi parte, soy el contador del Movimiento de la Juventud Agraria, que acompaño desde hace seis o siete años. 
Debo decir que, realmente, cuando empecé a trabajar aquí, quedé sorprendido al ver la actividad que realiza esta gente. Dos de los 
que están hoy aquí son directivos de la institución en forma honoraria, y el resto son extensionistas y agricultores rurales. 


Este Movimiento trabaja a través de las escuelas rurales, y éstas lo hacen a través de agrupaciones de clubes agrarios. Se llega a 
lugares de muy difícil acceso -como tuve oportunidad de constatar, al hacer una recorrida- en el medio de la nada, a ranchos de 
paja y terrón donde hay gurises que no tendrían posibilidad de llegar a trabajar, a desempeñarse o a aprender, si no fuera por la 
actividad que realiza el Movimiento. De esta manera, se les da cursos de carpintería, de labores y de tejido a las mujeres, así como 
también de cocina, para que sepan aprovechar la producción y guardarla para la época en que no la tienen. 


Realmente, cumplen una actividad social muy importante, y no sólo en determinados departamentos sino que abarca a todo el país. 
Eso lo hacen, en gran medida, "a pulmón", a través de trabajos sociales que les permite agrupar a los chicos en la actividad de la 
zona. 


Desde el punto de vista económico, podemos decir que el dinero que se recibe es para solventar una infraestructura mínima, 
indispensable, un lugar de reunión. La Comisión Directiva se reúne mensualmente con los representantes de cada uno de los 
clubes agrarios, se establecen pautas de trabajo, se supervisan y se plantean distintas actividades. 


La Asamblea se reúne anualmente y presenta los estados contables, auditados por profesionales externos a la empresa y, a su vez, 
por el Tribunal de Cuentas. Por lo tanto, hay una transparencia muy importante en toda la gestión. 


En definitiva, venimos a plantear la posibilidad de seguir recibiendo los fondos del Estado en forma mensual y permanente, y no a 
través de la presentación de proyectos, porque esto implicaría un cuello de botella importante desde el punto de vista financiero. 
Primero hay que presentar el proyecto diciendo en qué se va a gastar, después el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca lo 
va a aprobar o no y, entretanto, van a pasar uno, dos o tres meses. Si tomamos en cuenta que la luz, el agua, el teléfono, el alquiler 
y el Banco de Previsión Social hay que pagarlos mensualmente, las multas que se generarían podrían implicar el fin del Movimiento 
que, creo, cumple una actividad social muy importante para la juventud agraria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al señor Senador Michelini, quiero plantearles una inquietud. De la lectura del 
referido artículo -que figura en las páginas 207 y 208 del repartido- no extraigo las mismas conclusiones que ustedes en cuanto a 
que se establece que las citadas partidas estarán condicionadas -esto no significa que sean partidas mensuales- a partir del año 
2007 en adelante, a la suscripción de un compromiso de gestión con el respectivo Ministerio, en este caso el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. Un compromiso de gestión implica informar no en qué se gasta -esa es la transparencia a la que 
ustedes se refieren- sino para qué se gasta, para que la sociedad, que a través del Parlamento vota estos recursos, sepa a qué son 
destinados. Esa es la interpretación de un compromiso de gestión que, de ninguna manera, plantea aquí la presentación de 
proyectos. 


Esa es la conclusión a la que llego cuando leo esto. No se pone en duda la transparencia en el manejo de los recursos; lo que 
ocurre es que, como existe una larga lista de instituciones, a muchas de las cuales se otorga subsidios desde hace años, es 
necesario que la sociedad sepa no sólo a quién se destinan los recursos, sino también para qué son utilizados. 


SEÑOR MARTINEZ.- Nosotros mantuvimos una entrevista con la Directora General del Ministerio por este artículo, porque no 
sabíamos cómo interpretarlo. De modo que le preguntamos cuál era la interpretación y cómo iba a funcionar en el futuro. Su 
respuesta fue que a partir del 2007 deberíamos presentar un proyecto de trabajo, de cuyo estudio el Ministerio verá qué cantidad 
de dinero asigna. Esas fueron las palabras de la Directora, razón por la cual nos pusimos "en pie de guerra". No sé si es así o no; 
pero luego de lo que nos dijo en esa conversación, ni que hablar que nos puso bastante nerviosos. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero señalar que nuestra aspiración es que en el artículo 160 se modifique el literal H), 
para que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a través de la Dirección General de Desarrollo Rural, no sólo incluya a la 
Juventud Agraria, sino también a la Juventud Rural. 


En segundo lugar, entiendo lo mismo que el señor Presidente: hay una partida anual que a partir del año 2007 va a estar 
condicionada a un compromiso de gestión que, por supuesto, implica objetivos y metas. O sea que no tiene por qué presentarse en 
2007, sino que se puede empezar a trabajar con el Ministerio en 2006 para que, incluso, vayan evaluando la gestión, los objetivos y 
las metas de este Movimiento. Si fuera otro el objetivo, se podría hablar con los miembros de esta o de otra Comisión del 
Parlamento; pero aclaro que en todos estos ítems la intención no es la de bloquear las partidas, sino que haya una contrapartida: el 
Estado uruguayo da dinero y quiere saber qué es lo que se hace con él, es decir, cuáles son los objetivos y los compromisos. Este 
es un elemento de transparencia que ojalá sea plasmado en mucho más recursos. Incluso, en el caso de las Intendencias, si bien 
creemos que es bueno darles más dinero, aspiramos a que nos den un reporte permanente de lo que hacen con él. 


Señor Presidente: sí creo, por los aspectos que se están planteando -y esto no significa que lo podamos hacer- que estaría faltando 
una partida de unos U$S 4.000 más. 


SEÑOR CARRION.- Queremos referirnos un poco más a la forma de trabajo que utiliza el Movimiento de la Juventud Agraria, 
aunque el tema está incluido en las carpetas que hemos repartido. Dicho Movimiento tiene como base las escuelas rurales, y desde 
hace 60 años está trabajando en forma ininterrumpida. En un momento trabajó en 18 departamentos del Uruguay, pero con los 
sucesivos recortes que hubo -en el año 1950 contábamos con $ 50.000, que a valor del dólar suponemos que era bastante más de 
lo que hoy estamos recibiendo- lo está haciendo en seis departamentos, con un total del 55 clubes agrarios que trabajan con 


jóvenes desde los 14 a los 30 años, a los que se les brinda -tal como dijo el contador- educación no formal, en relación a lo que 
pide el joven de la zona, ya sea computación, carpintería, etcétera. 


El aspecto más importante es el del nucleamiento del joven a través del club agrario, que es la célula de todo; el que conoce el 
campo sabe que la escuela rural es muy importante en el nucleamiento social y cultural. Al respecto, también se trabaja 
fuertemente en la parte deportiva y de competencia, que nuclea a los jóvenes cada 15 días en distintas zonas, sobre todo en los 
departamentos de Florida y Canelones. También trabajamos en los departamentos de Soriano, San José y Colonia, y nos han 
pedido que lleguemos a Maldonado, en el que hasta hace poco estábamos trabajando, pero por cuestiones de recorte de 
presupuesto no hemos podido llegar. 


Otro aspecto importante a destacar es que en la partida tenemos un 33% de los sueldos que son para 10 funcionarios, lo que 
representa un nivel bastante bajo de remuneración; la gente trabaja, en definitiva, porque lo hace con gusto, más que por otra 
razón. 


SEÑOR CAMY.- Queremos saludar muy particularmente a los integrantes y representantes del Movimiento de la Juventud Agraria. 
A propósito de haber ejercido la Vicepresidencia del Instituto Nacional de Colonización en el pasado período, conocemos esta 
institución y nos vinculamos a su trabajo. Además, por ser hombre del interior -ya que vivo en San José- sé que existen, o existían - 
por lo menos hasta la última información que he tenido- seis clubes agrarios. Por ello, entonces, conocemos muy de cerca la 
operativa de este sistema que, incluso, tiene su explicación en su nacimiento. La década del cuarenta del siglo pasado fue 
fermental en la discusión, precisamente en el ámbito parlamentario -de allí surgió la ley que ampara a esta organización y la que 
creó el Instituto Nacional de Colonización- en lo que hace a la vinculación del hombre con la tierra. Sin duda, los objetivos y fines 
que persigue esta más que cincuentenaria institución son loables, están vigentes y los respaldamos plenamente. Además, creemos 
que nos eximen de todo tipo de comentario o explicación. 


Muchas veces, quienes hemos tenido responsabilidades en el Estado a través de la dirección de distintos organismos, apreciamos 
la buena intención de parte de los jerarcas de turno, pero muchos de ellos, por su formación -dicho esto sin ser despectivo en 
ningún aspecto- por su propia residencia y vinculación casi absoluta a la capital del país, desconocen lo que implica trabajar en el 
ámbito rural profundo, en el relacionado con la escuela rural, donde muchas veces hay cuatro o cinco alumnos. Generalmente, esa 
escuela rural suele aprovechar, con el esfuerzo de los padres, las instancias de las jornadas organizadas, sobre todo en el ámbito 
del deporte -que tanto cautiva al Movimiento de la Juventud Agraria- para obtener, ni más ni menos, el propio beneficio que 
sustente el pago del funcionamiento de la escuela. No olvidemos que es muy común que la auxiliar de servicio no esté 
presupuestada y, entonces, se nutre del beneficio de la kermés, de la carrera de petisos o de ese tipo de cosas que pueden parecer 
folclóricas dichas en un ámbito tan formal e importante como este, pero que hacen a la razón principal de las preocupaciones 
primarias de quienes viven en ese Uruguay escondido. 


Nosotros conocemos ese Uruguay escondido y todas las colonias del Instituto Nacional de Colonización; recorrimos 500.000 
hectáreas en los dieciocho departamentos del interior. Si bien el Sur está más próximo a la capital, en materia de infraestructura y 
condición socioeconómica de sus pequeños productores, cabe destacar que estos son los que se encuentran más alejados de la 
posibilidad de acceder a la capacitación, a la enseñanza y a los bienes de recreación. Entonces, en esos lugares siempre 
encontramos actividades en espacios físicos propios de clubes del Movimiento de la Juventud Agraria. 


Concretamente, quisiera que la delegación especificara un poco más cuál es el temor que tienen si se aprueba este artículo. Debo 
ser honesto y decir que no me parece que esté inspirada en algo vinculado a una mala administración sino que, por el contrario, 
creo que está alentada en un criterio de transparencia. No obstante, entiendo -y adelanto que estaría dispuesto a proponer un 
aditivo- que adolece del error de estar vinculada a un gran paquete de instituciones que reciben subvención del Estado, que poco 
tienen que ver con el público objetivo, con la razón de ser, con la tradición y con los valores de este Organismo. Quizás por aquello 
de que la única manera de corregir una injusticia es no creando otra injusticia, considero que lo distinto hay que tratarlo distinto; me 
formé en esa convicción y la apoyo. En definitiva, tal vez haya razones concretas que nos dejen a todos tranquilos y que puedan 
permitirnos expresar que estamos a favor de votar ese aditivo que ustedes requieren. No me parece que la propuesta del Poder 
Ejecutivo, a priori, esté tentando contra la economía del Movimiento de la Juventud agraria; no se puede equiparar con una 
organización social vinculada a fines sociales muy loables, como una asociación de personas discapacitadas o una asociación que 
promueve la interrelación con determinadas comunidades que residen en el país. Esto es otra cosa. 


Quiero preguntarles si llegaron a hablar con el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca porque, a pesar de que me separa 
la identidad política, creo que es una de las personas que entiende y conoce el Uruguay profundo y, además, está muy vinculado a 
esta institución. 


SEÑOR BARAIBAR.- Quiero hacer un comentario. La situación que plantean es a partir de ahora -cuando digo ahora me refiero a 
2007- es decir que en lo que queda de este año y el que viene, seguirán percibiendo los recursos como siempre, es decir, la cuota 
mutual, la luz y los sueldos. Tienen todo este año para preparar el compromiso de gestión que, de ser aprobado en el año 2006, 
entrará a regir a partir de 2007. 


Siguiendo la misma línea del señor Senador Camy, de quitar la preocupación que se percibe en la exposición de ustedes, si esta 
fue una decisión que se tomó, exclusivamente, con relación a su movimiento, se podría pensar por qué se hace. 


Si observamos el artículo 412, su Movimiento forma parte de una larga lista de recursos que asigna el Estado y es una de las 
partidas más bajas, pues hay de $ 93:000.000 o de $ 17:000.000. Si bien la partida de ustedes no es la más baja, está entre éstas. 
Lo deseable sería que no piensen que, a priori, esto atenta contra lo que han hecho. Por el informe que han presentado cumplen 
una tarea muy loable y positiva que es importante que desarrollen y que sigan profundizando en el futuro. 


Me parece que el Poder Ejecutivo hace un planteo con carácter general -no sé si ustedes han leído el artículo 412- para todas las 
organizaciones a las cuales el Estado resolvió asignar una subvención -seguramente no todas fueron asignadas en la misma 
época- y se solicita una puesta a punto para ver si los recursos efectivamente están siendo aplicados en función de los objetivos 
planteados al inicio. Es una decisión trascendente el hecho de que ustedes reciban un aporte del Estado. Su Movimiento ha 
presentado la Rendición de Cuentas, y el Estado evalúa la conveniencia del mantenimiento de la partida asignada para el 


desarrollo, la expansión y el crecimiento de la propia organización y de lo que se propone hacer. Seguramente, lo recogerá, lo que 
me parece muy positivo. 


Subrayo algo que ha sido puesto de manifiesto, y es que las partidas se distribuyan entre las distintas instituciones a las cuales 
apoyan según los Incisos que están naturalmente vinculados a ellas por la actividad que desempeñan. En el caso de ustedes es 
obvio que la vinculación tiene que ser con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Es más; se podría decir que en el 
nombre de la organización figura la ligazón. 


Por ello, en función del criterio planteado por ustedes en el artículo 412, me parece que el hecho de que decidan trabajar en esa 
línea es correcto y no deben descartar, como señalaba el señor Senador Camy, una posible entrevista con el señor Ministro. 
Considero que deben ponerse a trabajar en los mismos términos que lo han hecho hasta ahora, pensando que las tareas que 
desarrollan son importantes, y si demuestran eficiencia y contracción al trabajo, los recursos que les han sido asignados se les 
mantendrán e, incluso -¿quién puede negarlo?- tal vez se puedan ampliar. 


SEÑOR MARTINEZ.- En primer lugar, el motivo por el cual nos pusimos "en pie de guerra" -que ya mencioné- radicó en que la 
Directora nos puso bastante nerviosos e, incluso, nos aconsejó que nos moviéramos porque la situación se podía complicar. 


En segundo término, queremos aclarar que estamos pidiendo audiencia con el señor Ministro desde que comenzó su gestión, pero 
por distintos problemas no nos ha podido atender. Entonces, ya que están presentes los señores Senadores, nos gustaría que nos 
den una mano para lograr que el señor Ministro nos atienda y nos permita contarle lo que estamos haciendo ya que, reitero, no 
hemos podido acceder a una entrevista. Esta es la verdad. 


SEÑOR BUBA..- En realidad, quería responder a los señores Senadores Michelini -que ahora no está en Sala- Camy y Baráibar. 


No tenemos temor a hacer una presentación de lo que es la organización, para qué se usa el dinero y en qué se gasta porque, de 
hecho, lo venimos haciendo desde tiempos inmemoriales. Incluso, estamos siendo auditados por el Tribunal de Cuentas y por 
auditores externos. En consecuencia, pensamos que estamos haciendo los deberes correspondientes porque estamos siendo 
fiscalizados por terceras personas, entre ellas por el Estado a través del Tribunal de Cuentas, que nos audita y verifica en qué 
gastamos el dinero que recibimos. Entendíamos que le estábamos explicando al Estado y por ende al público en general y a cada 
uno de los habitantes de este país, en qué se gastaba el dinero. Suponíamos que se sabía y, por lo tanto, no tenemos 
inconveniente en informarles en que se gastó e, incluso, en qué y para qué se va a gastar, en forma anticipada. Reitero, en esto 
presentamos transparencia total, cero temor y ningún inconveniente. 


El problema consistió en que, tal como señalaba el compañero, empezamos a temblar cuando fuimos atendidos por las autoridades 
del Ministerio -reitero que no tuvimos la oportunidad de que nos recibiera el señor Ministro- y nos informaron que se acababa el 
Movimiento. Reitero, ahí nos pusimos nerviosos. Además, existen otras instituciones que, tal como decía el señor Senador Camy, 
según entendemos, tienen el por qué de su existencia. Muchas de ellas están vinculadas al sector agrario pero no tienen nuestra 
infraestructura ni nuestros gastos, y sí quieren hacer algunas de las cosas que nosotros hacemos. Nos parece bárbaro que las 
hagan porque apoyamos todo lo que se haga para ayudar a la juventud rural, para que puedan trabajar y así sacarlos de ese pozo. 
Muchas veces, al lado de sus chacritas hay grandes establecimientos con tremenda tecnología de avanzada que, entre otras 
cosas, riegan con avionetas mientras que los gurises aran con caballo y bueyes. Por lo tanto, nos parece muy loable que existan 
estas instituciones. 


En resumen, no tenemos temor en presentar la información acerca de lo que vamos a gastar, no sólo en el quinquenio, sino 
también de las proyecciones que tenemos para la eternidad puesto que lo veníamos haciendo desde hace mucho tiempo. Repito, 
no tenemos inconveniente en decir en qué vamos a gastar y por qué vamos a utilizar ese dinero, pero sí teníamos cierto temor 
porque nos pintaron el panorama de que se habían acabado los fondos que estábamos recibiendo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Les comprometo la gestión que ustedes han solicitado. 


Si ningún señor Senador quiere hacer alguna otra pregunta, les agradecemos vuestra presencia y los Senadores tomamos nota de 
vuestras preocupaciones. 


SEÑOR BUBA.- En realidad nos excedimos veinte minutos, de manera que queremos agradecer a los señores Senadores por el 
tiempo que nos han dispensado. 


(Se retira de Sala la delegación del Movimiento de la Juventud Agraria) 
Material proporcionado por el Movimiento de la Juventud Agraria 
(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Agrimensores del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación de Agrimensores del Uruguay, a quienes recibimos 
en el marco del tratamiento del Presupuesto Quinquenal. 


En primer lugar, les pedimos disculpas por haberlos convocado en un día como el de hoy, pero el querer cumplir con todas las 
solicitudes de audiencia nos obligó a ello. 


Por otro lado, les informamos que debido a la escasez de tiempo, tienen ustedes diez minutos para poder hacer vuestra 
presentación y eventualmente contestar las preguntas de los señores Senadores. 


SEÑOR HANTZIS.- Queremos agradecer a los señores Senadores la deferencia de recibimos y escuchar nuestras inquietudes. 


Nosotros hemos hecho un planteo, que creo ha llegado a la Comisión, sobre algunos artículos del proyecto de Presupuesto que 
nos inquietan, fundamentalmente desde el punto de vista de las aplicaciones del trabajo profesional frente a la sociedad. Por lo 


reducido del tiempo, trataremos de conjuntar los problemas. 


En lo que refiere al Inciso 09, del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, nuestras inquietudes están centradas en los artículos 
207, 208 y 209, dado que hay algunas modificaciones en cuanto a los procedimientos de expropiación que, en algún caso, 
entendemos muy confusos e inconvenientes en cuanto a su aplicación y, en otros aspectos, creemos que pueden haber problemas 
de redacción que los hacen observables. 


En el artículo 207 hay un agregado al artículo 258 de la Ley N* 17.296 -o sea, al Presupuesto anterior- que estimamos 
inconveniente porque establece la exigencia para los expropiados de que en caso de que no puedan dar la ocupación de 
inmediato, deben dar una garantía, en Unidades Reajustables, según lo estime conveniente la Administración. Pensamos que hay 
un sinsentido desde el momento que ese expropiado tiene un crédito contra el Estado y mientras este no tiene la ocupación tiene la 
potestad de no pagarle, por lo que más garantía que esa no sería necesaria, y la nueva exigencia puede traer consecuencias 
inconvenientes de tramitación. 


Por su parte, el artículo 208 modifica el artículo 320 de la Ley N* 16.170 y establece una cierta condición de discrecionalidad del 
Estado en cuanto a expropiar un bien con un cierto destino; si ese destino después no se cumple, el bien expropiado queda con la 
facultad de poder ser vendido a terceros. Nos parece que esta norma, expresada así, no correspondería al espíritu con el cual la 
Constitución y la ley prevén la expropiación por utilidad pública. Si la utilidad pública que hizo factible la expropiación no se cumple, 
entendemos que se deberían retornar las cosas a su estado anterior. 


SEÑOR MICHELINI.- En ese caso, si ya se pagó por la expropiación, ¿no debería resarcirse el Estado del monto que pagó? ¿Qué 
ocurre si la persona ya no dispone de ese dinero? 


SEÑOR HANTZIS.- El pago o no pago puede ser una situación de segunda instancia porque tal vez todavía está en discusión; si se 
encuentra en juicio, por ejemplo, de acuerdo con esta cláusula, el Estado podría dejar sin efecto la expropiación y disponer de un 
bien que era de un particular para vendérselo a otro. Lo que decimos es que debe haber una prioridad absoluta para que se rehaga 
la situación, ya sea exigiéndole que devuelva el pago que recibió -si efectivamente cobró- o a través de algún otro mecanismo. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Qué pasa si ya no tiene el dinero o no quiere hacerlo? 


SEÑOR HANTZIS.- Puede ocurrir. El tema es que la prioridad la tienen los linderos y no el propietario anterior; entendemos que la 
prioridad tiene que ser para el propietario anterior, cosa que acá no se contempla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora sí se ha comprendido su planteo. 
SEÑOR MICHELINI.- Entonces, habrá que ponerlos como primera prioridad. 


SEÑOR HANTZIS.- En el artículo 209, que es muy extenso, se modifica el artículo 42 de la Ley N* 3.958. Nos vamos a referir muy 
rápidamente a los literales en los que tenemos las mayores discrepancias. 


En el literal B) se establece: "En los casos de toma urgente de posesión la indemnización provisoria se depositará en el Banco 
Hipotecario del Uruguay en unidades reajustables y será la que resulte de la tasación del bien expropiado y sus mejoras, en 
dictamen fundado, efectuado por técnicos públicos dependientes del Poder Ejecutivo o de los Gobiernos Departamentales". 


Esta última parte, que expresa quién va a efectuar la tasación, nos parece una restricción muy grande a las situaciones que 
normalmente se dan en el ejercicio profesional. Cuando el Estado realiza expropiaciones masivas, cuando se otorga una concesión 
de obra pública, o en el caso de los Entes industriales, las tasaciones las hacen funcionarios o contratados, que no son técnicos 
públicos dependientes del Poder Ejecutivo. 


No sabemos a qué se debe esta restricción y por qué vamos a centralizar todas las gestiones de tasación de expropiación en el 
Poder Ejecutivo o, eventualmente, en los Gobiernos Departamentales, cuando hay otros organismos y otros métodos que pueden 
tener el mismo fin. 


Lo que sí nos parece importante es que la tasación se haga en un dictamen fundado, e insisto en quién la va a hacer. Tendrá que 
hacerlo un técnico idóneo, pero no necesariamente dependiente del Poder Ejecutivo. Creemos que esta es una limitación 
innecesaria a las condiciones de la plaza, que ata de manos al propio Estado; en un momento en que se necesite hacer muchas 
expropiaciones, esto puede ser una traba grande para los plazos en que hay que hacerlas. 


SEÑOR MICHELINI.- En la práctica actual, ¿no las hacen técnicos públicos dependientes del Poder Ejecutivo o de los Gobiernos 
Departamentales? 


SEÑOR HANTZIS.- No, de ninguna manera; ellos son los que hacen las menos; la mayor cantidad las llevan a cabo los técnicos 
propios de los Entes o contratados particulares asociados a consultorías. 


SEÑOR MICHELINI.- Si incluyéramos a todos los Entes y termináramos la frase en "técnicos públicos", ¿las contrataciones fuera 
del Estado serán mínimas, o seguirán siendo importantes? 


SEÑOR HANTZIS.- Creemos que seguirían siendo importantes, sobre todo en los casos de subrogación por contrato de obra 
pública o en proyectos en donde se trabaja con técnicos contratados aceptados por el comitente, que es el Estado, con normas que 
él mismo establece como comitente. Es muy alto el nivel de expropiaciones que se tramitan a través de particulares. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Y cómo se hace la selección de personal técnico contratado fuera de las empresas concesionarias o Entes? 
¿Es en forma transparente? ¿Hay una bolsa o un llamado? 


SEÑOR HANTZIS.- En general, la plaza se ha manejado con llamado a profesionales. Cuando se trata del Estado, lo ha hecho en 
licitaciones o en pedido de precios; cuando lo hacen particulares, es en función a los procedimientos normales de plaza. 


Lo que nosotros decimos es que limitar esto por ley nos parece demasiado fuerte. Quizá cada uno de los organismos podría tener 
un reglamento, si es que se entiende que hay algún problema, pero pensamos que hasta el momento esto ha funcionado bien y no 
han habido objeciones o problemas notorios en estos aspectos, por lo que no parecería natural innovar en una forma tan restrictiva. 


SEÑOR MICHELINI.- Si agregáramos la palabra "preferentemente", ¿mejoraríamos un poco el texto? 
SEÑOR HANTZIS.- Sí, claro, señor Senador. 


En el mismo inciso B), hay una última frase que expresa: "Las servidumbres legales de utilidad pública no dan lugar a 
indemnización". Esta frase, incluida en este inciso, nos parece que está desubicada, porque las indemnizaciones a las 
servidumbres están fijadas con rango constitucional. Es decir que, como limitación del derecho de propiedad, el artículo 32 de la 
Constitución establece que debe ser indemnizado. O sea que no sabemos a qué se debe que se establezca que las servidumbres 
de utilidad pública no den lugar a indemnización. Filosóficamente, nos oponemos a la aplicación de un principio como este. 
Obsérvese, por ejemplo, que podría tratarse de una servidumbre de acueducto como las que corresponden a tuberías, para cuya 
construcción podría ser necesario, incluso, destruir una casa, y de acuerdo con el texto frío de este literal, no llevaría 
indemnización. 


Por un lado, dudamos de la legalidad de esta norma por cuanto se opone a lo que dice el artículo 32 de la Constitución; por otro, no 
sabemos el motivo de su inclusión en esta parte, donde se está hablando de expropiaciones y no de servidumbres. 


SEÑOR MICHELINI.- Si se dijera que se aplica cuando no afecten estructuras edilicias y demás, creo que podría mejorar. 


SEÑOR CURI.- Yo trabajo en la Intendencia Municipal de Montevideo y les puedo decir que si no pagamos las servidumbres del 
colector, no podemos hacer obras de saneamiento. 


La servidumbre es una herramienta muy útil para realizar obra pública, porque lo que hace es gravar el predio pero sin dejarlo en 
propiedad del Estado, por lo que no hay que cuidarlo. Si se expropiara habría que cuidarlo para que no sea ocupado. En este caso, 
la servidumbre hay que pagarla porque se limita el uso. Por tanto, me parece que es algo descolgado. 


SEÑOR HANTZIS.- En este punto, creemos que la limitación del derecho de propiedad tiene que tener su correspondiente 
indemnización, ya sea por daños o por perjuicios. 


Se pueden agregar, a lo que señalaba el ingeniero Curi, todas las servidumbres de electroductos que impone UTE, esto es, las que 
corresponden a la colocación de antenas de microondas, a gasoductos o a acueductos correspondientes a riego. Es decir que hay 
una cantidad enorme de casos en los cuales hay que indemnizar o ir a la expropiación. Esta última no le conviene al Estado porque 
después se tiene que hacer responsable del cuidado y mantenimiento de las fajas expropiadas. Entonces, entendemos que esta 
norma no es conveniente. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo que se está diciendo es que cuando se busca una servidumbre de paso, pueden haber dos opciones: la 
expropiación o la indemnización. La expropiación se aplica, por ejemplo, cuando se va a hacer una calle y ese bien ya no está más 
afectado al uso privado y pasa a ser un bien público. Sin embargo, hay servidumbres de paso -no estoy hablando sólo de los 
peatones- como ser una columna para el tendido de cables. En ese caso, lo que se hace es indemnizar por ese lugar que se 
ocupa, pero el resto sigue siendo privado. Entonces, sólo se entra al terreno para reparar lo que se haya puesto allí. Ustedes dicen 
que esto no tiene nada que ver con el literal B), pero si no hay una indemnización, se va a terminar expropiando por el artículo 
respectivo de la Constitución. Estoy tratando de entender el razonamiento que se hace. 


SEÑOR HANTZIS.- Nuestro razonamiento es el siguiente. La servidumbre, como la expropiación, es una afectación a la propiedad. 
La expropiación es una afectación total porque allí hay un desapoderamiento de dominio, y se pasa a otro dominio que puede ser 
público o privado del Estado. No olvidemos que se hacen expropiaciones para bienes privados del Estado. La servidumbre es una 
limitación. En general, la limitación mayor de la servidumbre es la no posibilidad de edificación sobre el área afectada por dicha 
servidumbre o la de plantación de árboles en el caso de los electroductos o gasoductos. En fin, hay una cantidad de servidumbres 
en las que el propietario está afectado en su patrimonio y, por tanto, la Constitución establece en su artículo 32 que eso hay que 
indemnizar. No vemos por qué acá, en una ley, aparece una norma en la que se dice que no se indemniza. Para nosotros hay una 
contradicción porque, como afectación de la propiedad, debe ser indemnizado, tal como lo establece la Constitución, y la ley no 
podría ir contra eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no es el ámbito ni el momento para entrar en una discusión de carácter jurídico que tiene que 
ver con la interpretación de la Constitución. Más precisamente, el referido artículo 32 expresa: "La propiedad es un derecho 
inviolable, pero sujeto a lo que dispongan las leyes que se establecieren por razones de interés general. Nadie podrá ser privado de 
su derecho de propiedad ...", y claramente se refiere a la privación del derecho a la propiedad que tiene que ver con la 
expropiación. La discusión acerca de si una servidumbre es una privación al derecho de propiedad puede ser debatido, pero eso no 
lo establece, con claridad, el artículo 32 de la Constitución. 


SEÑOR HANTZIS.- En el literal D) vemos alguna exigencia demasiado perentoria para el cumplimiento de plazos de intimación, de 
desocupación y de acreditación de titularidad que creemos que debería ser revisada porque el plazo de diez días perentorios e 
improrrogables nos parece que, en una cantidad de casos, no se va a poder cumplir y quedaría como una exigencia 
desestabilizadora del sistema. 


El inciso F) expresa: "Una vez cumplida la toma de posesión efectiva del inmueble, la Administración tendrá un plazo de treinta días 
para presentar la demanda de expropiación". Creemos que esto no tiene sentido, porque la demanda tiene que ser previa a todo el 
trámite de toma de posesión. Si no se demanda la expropiación, mal podemos tomar posesión de algo expropiado. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuál es el plazo? 


SEÑOR HANTZIS.- El paso primario para la expropiación es la designación por parte del Poder Ejecutivo o del Gobierno 
Departamental. 


SEÑOR MICHELINI.- Cuando se declara la expropiación o la voluntad de expropiar, ¿en qué plazo corresponde la toma de 
posesión? 


SEÑOR HANTZIS.- Depende del trato de cada caso. En general, cuando la Administración y el propietario acuerdan en el precio y 
en las condiciones, la toma de posesión es muy rápida. Si hay propiedades afectadas, como ser edificios, dependerá de la 
funcionalidad y la posibilidad de su desalojo. Ahora bien, cuando hay litigios y se va a la vía judicial, los plazos escapan de los 
tiempos normales. En los casos de tierra, con un tratamiento urgente la toma de posesión se puede lograr en 30 ó 60 días. Cuando 
se va a la vía judicial, muchas veces se demora un año en concretarse la toma de posesión. 


Señalamos que este inciso se refiere a una vez cumplida la toma de posesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente por ignorancia en el tema, quisiera plantear que al leer el literal F) se observa que está 
vinculado al E), donde se expresa que el Juez podrá habilitar a la toma de posesión, cuando todavía no está expropiado, al 
organismo expropiante, y luego, en el literal F), se establece un plazo para iniciar los trámites de expropiación. Me da la impresión 
de que esto está referido a que el Juez puede autorizar, ante una situación de emergencia, a la institución pública a tomar 
posesión, dándole un plazo para iniciar los trámites de expropiación. Quizás mi ignorancia en el tema me lleve a hacer esta 
interpretación que, quizás, sea equivocada. 


SEÑOR HANTZIS.- También está vinculado con el literal C) que expresa: "El Juez o Tribunal que entienda, o a quien competa 
entender, en la acción, previa y cautelar de toma urgente de posesión, verificará: 1) La designación del inmueble a expropiar y la 
resolución que disponga la toma urgente de posesión. 2) Que exista una cuenta abierta en el Banco Hipotecario del Uruguay en 
unidades reajustables, identificada con el número de padrón del inmueble. 3) La titularidad del bien a expropiar y su situación 
patrimonial". O sea que el Juez ya está actuando y la demanda está hecha, por lo que hay una expropiación en funcionamiento. Si 
el Juez no fue designado, ni siquiera entiende en la causa. La expropiación ya había empezado; si no, no puede darse esta 
instancia. Concretamente, vemos confuso este artículo. 


SEÑOR DA ROSA.- Leyendo los literales D) y F), parecería que deberían haber dos instancias judiciales. Una de ellas sería en el 
momento en que se entabla la acción de toma urgente de posesión solicitando al Juzgado la intimación de la desocupación y la 
acreditación de la titularidad del inmueble. Una vez que se cumplió la toma de posesión efectiva del inmueble, de acuerdo con el 
literal F), se establecería un plazo de 30 días para presentar recién la demanda de expropiación. Quiere decir que serían dos 
instancias judiciales diferentes. Me gustaría saber si comparten esa interpretación. 


SEÑOR HANTZIS.- Entendemos que la demanda de expropiación se inicia con el acto administrativo y la condición de toma 
urgente. Cuando se inicia el trámite judicial, la demanda de expropiación es completa. El acto de toma urgente es una de las etapas 
-por decirlo de alguna manera- de la expropiación. No tendría sentido tomar posesión si no estuviera iniciada la expropiación. De 
acuerdo con nuestra experiencia y desde nuestro punto de vista, la demanda se inicia cuando comienza el juicio pidiéndole al Juez 
la expropiación y la toma urgente de posesión. Ahora bien, ¿el Juez puede otorgar una sin conceder la otra? Solamente la 
expropiación sin otorgar la toma urgente de posesión, pero no puede decretar la toma urgente de posesión si previamente no 
establece que la expropiación está fundamentada y se va a realizar. 


Por último, en el Inciso 09 "Ministerio de Transporte y Obras Públicas", a través de un agregado que solicitamos, sugerimos una 
redacción simple y similar a la que tiene el artículo 219 de la Ley N* 16.170. En este agregado, pedimos que se establezca que el 
cargo de Director Nacional de Topografía será ejercido por un Ingeniero Agrimensor. Esto viene a raíz de que a lo largo de más de 
170 años de existencia del Servicio, desde la Comisión Topográfica creada en el año 1831 durante el primer Gobierno Nacional, 
esta Dirección siempre ha tenido un carácter técnico, ya que está especializada en la parte cartográfica y topográfica y, por tanto, 
ha sido ejercida por un ingeniero agrimensor de condición técnica conocida. En este momento no se está cumpliendo esto y, por 
supuesto, ello es de gran preocupación para nuestro gremio. En este sentido, hemos hecho gestiones y, precisamente, en la última 
que realizamos frente al Poder Ejecutivo nos indicaron que la vía podía ser la inclusión de un artículo en la Ley Presupuestal, por 
cuya razón estamos solicitando este agregado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia en la mañana de hoy. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Agrimensores del Uruguay) 
Material proporcionado por la Asociación de Agrimensores del Uruguay 
(Ingresa a Sala la Agrupación de Profesionales Asesores en Seguros) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un placer para la Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, 
recibir a la Agrupación de Profesionales Asesores en Seguros, que ha solicitado una entrevista a los efectos de hacer planteos 
referidos al tema de nuestro tratamiento, que es el Presupuesto Quinquenal 2005-2009. 


Les advertimos que, dadas las dificultades de agenda -que, entre otras cosas, determinaron que tuviéramos que tener audiencias 
hoy, 2 de noviembre- los tiempos disponibles son escasos, por lo que les ofrecemos 10 minutos para que puedan hacer una rápida 
presentación de vuestras preocupaciones y también permitir la formulación de alguna pregunta por parte de algún señor Senador, 
con la correspondiente respuesta. 


SEÑOR PARADELL.- Soy Presidente de la Asociación de Profesionales Asesores en Seguros (APROASE) y, antes que nada, 
agradecemos a esta Subcomisión por recibirnos. Aclaramos que como la citación fue ayer, no tuvimos mucho tiempo de traer el 
material completo, pero lo haremos llegar en cualquier momento. 


El motivo de nuestra visita tiene que ver con la aplicación de la Ley N* 17.829, que refiere a la retención que se hace al salario de 
los trabajadores. Allí hay una prioridad de descuentos, pero no está incluido el Seguro de Vida. Este tema ha provocado numerosos 
problemas, pues el Banco de Seguros del Estado, que tiene más de 100.000 asegurados en estas condiciones, debido a la 
aplicación de esta ley ha tenido una constante baja en el número de ellos, porque no llegan a poder cumplir con el pago debido a 
las retenciones. 


Teniendo en cuenta que el Seguro de Vida es un beneficio social, estamos tratando de sensibilizar a todos acerca de esto. Por 
nuestra parte esperamos que en este Presupuesto, a través de un artículo aditivo, se pueda mejorar o reformar esta situación, es 
decir, que de alguna manera se incluyan los seguros de vida dentro de las prioridades, para paliar la circunstancia que se está 
viviendo. 


Se debe tener presente que el Seguro de Vida no cubre exclusivamente la muerte, pues también es un seguro de incapacidad; a su 
vez, hay un seguro de retiro, uno de accidentes y otro de enfermedad terminal. Entonces, sucede que hay casos de gente que ha 
aportado al Banco de Seguros del Estado, que ha pagado de repente desde hace 40 ó 50 años y, sin embargo, desde que esta ley 
comenzó a aplicarse, en el mes de diciembre del año pasado, ha visto cancelado su seguro. Concretamente, tenemos casos de 
siniestros que se han rechazado y por los que el Banco de Seguros del Estado no está pagando, lo que ha dejado a las familias 
involucradas en una situación de desamparo y también de disconformidad general con la situación. 


En general, en este tipo de seguros estamos hablando de cuotas muy bajas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito interrumpir al señor Paradell con la intención de ayudar a utilizar mejor el tiempo en el planteo 
de las inquietudes. 


Me surge una pregunta para la que no encuentro respuesta: ¿por qué razón este tema se plantea en la órbita de la discusión del 
¿ 

proyecto de ley de Presupuesto? Por lo que expresan ahora, me da la sensación de que están reclamando la sanción de una ley 

que contemple esa preocupación, tema no vinculado directamente al Presupuesto. 


SEÑOR PARADELL.- Como esto no tiene costo en el Presupuesto, pensamos que se podría incluir un artículo aditivo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero no es un tema presupuestal. 


SEÑOR PARADELL.- No; no lo es. Lo que pasa es que la situación es tan importante y tan grave, que una reforma de la ley 
insumiría muchísimo tiempo. Por eso, estamos viendo la posibilidad de corregir la situación de esta manera, lo antes posible; de lo 
contrario, las bajas se seguirían sumando. 


SEÑOR MICHELINI.- Si no entendí mal, en el orden de prioridad establecido, los seguros de vida y de incapacidad -o seguros del 
Banco de Seguros, que en este caso es lo mismo- tenían una preferencia que hace un par de años perdieron. ¿Eso es así? 


SEÑOR MARTOY.- Sí. En realidad, el Estado uruguayo ha firmado un convenio con la OIT, el Convenio 95, cuyo artículo 6* dice: 
"Se deberá prohibir que los empleadores limiten en forma alguna la libertad del trabajador de disponer de su salario". 


Luego, el numeral 1 del artículo 8% del mismo Convenio, establece: "Los descuentos de los salarios solamente se deberán permitir 
de acuerdo con las condiciones y dentro de los límites fijados por la legislación nacional, un contrato colectivo o un laudo arbitral". 


Hasta que se aprobara la Ley N* 17.829 -promulgada en diciembre de 2004- no había ninguna otra que regulara un orden de 
prioridad en los descuentos. Cuando la ley se aprueba, se fija un orden de prioridad para algunos descuentos que tenían ley; se 
incluye alguno que, para mí, no tenía ley, aspecto que discutimos con el señor Senador Alfie cuando estuvo hace un tiempo en la 
Cámara de Comercio. 


Por su parte, el artículo 4% de la Ley N* 17.829, de diciembre de 2004, expresa: "Ninguna empresa o institución pública o privada 
podrá efectuar retenciones sobre retribuciones salariales o pasividades que no cuenten con autorización legal". 


Hoy, el Banco no cuenta con autorización legal. Los seguros de vida se están descontando igual; por lo tanto, se está violando la 
ley. En ese sentido, ya los abogados de algunas entidades públicas lo están cuestionando. Hay un decreto -que quizás el señor 
Senador Alfie recuerde- que regula un poco esta situación. 


Actualmente existen tres grupos de descuentos: los que tienen la prioridad legal de la Ley N* 17.829, los que tienen leyes aparte - 
cooperativas de consumo, de ahorro y crédito, ANDA, Caja de Profesionales- y los que no tienen ley. Por su parte, el Banco integra 
el grupo de los que no tienen ley, aunque viene haciendo los descuentos desde 1911. A pesar de que no tiene ley -como bien dice 
el señor Senador Michelini- tenía una prioridad por la función social que cumplía el seguro. En las oficinas del Estado que hacen los 
descuentos, siempre se daba una prioridad importante al Banco de Seguros, mientras que las cooperativas quedaban atrás por no 
haber un orden de prioridad. Las leyes de las distintas cooperativas regulan un porcentaje máximo de descuento, pero no les daba 
prioridad. 


En consecuencia, el Banco quedó junto a un grupo de entidades que no tienen leyes como, por ejemplo, un club de pesca. 
Encontramos que hay cooperativas de reciente formación y "cooperativas de ahorro y crédito", entre comillas, como Cash y demás, 
que tienen prioridad legal, pero el Banco no. En algún organismo, por ejemplo, el Banco está detrás de un club náutico, porque éste 
tiene una antiguedad mayor de relacionamiento con la entidad. Es lamentable, pero es así. 


Concretamente, este es el orden de prioridades aprobado por el Directorio de OSE de acuerdo con el criterio legal. No lo aprobó 
saliéndose de la norma, sino que dijo: primero, los que tienen prioridad según el artículo 1% de la ley; luego, para los que están 
incluidos en la ley y no en el orden de prioridad, la antigúedad es la prioridad -esto fue hecho por el Poder Ejecutivo del Gobierno 
anterior y supongo que el Ministro de aquel entonces habrá participado en la redacción de ese decreto-; y posteriormente, los que 
no están incluidos en la ley, que van a una bolsa. Entonces, cuando llegan al Banco de Seguros, muchas veces los descuentos han 
quedado afuera. Además, el Banco, como no tiene ley, ha tomado la decisión de limitar la venta; es decir que esto tiende a 
extinguirse. 


Estamos hablando, por ejemplo, de cuotas que redondean los $ 100 mensuales -es decir que son muy pequeñas- de capitales 
equivalentes al ingreso de un año del trabajador. O sea que con este seguro, si fallece el titular de la póliza, que es el asalariado, la 
familia puede lograr no tener demasiados contratiempos por un año; es decir que más allá del daño moral que represente el 
fallecimiento del jefe de familia, tendrá resuelto de alguna manera el sustento económico. Se trata de capitales pequeños para 
gente de ingresos realmente bajos y nos parece que, en su momento, por algún motivo -no sé si usar la palabra omisión- no se 
tomó en cuenta esa realidad. 


Respecto al tema del proyecto de ley de Presupuesto, es cierto lo que dice el señor Presidente de la Comisión, pero quiero 
recordar que la Ley de Presupuesto N* 16.736, del año 1995, habilitó los descuentos de la cuota mutual, y la Ley de Rendición de 
Cuentas N* 13.782 habilitó los préstamos de la Caja de Profesionales. O sea que si bien este sistema de la Ley de Presupuesto 
quizás no sea el más correcto desde el punto de vista jurídico o legal, es el instrumento práctico que tenemos, porque como dijo el 
señor Senador Alfie, este sistema ya tiene un año de vigencia y ha creado problemas importantes en el sector de asegurados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Conozco los antecedentes en la materia y considero que el planteo que realizan es claro en su contenido y 
en cuanto a que lo hacen en este ámbito por la urgencia que tiene y con la intención de utilizar la celeridad de una ley de 
presupuesto. Naturalmente, deberemos considerar si debe incluirse o no en la ley. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo que nos traen para incluir en el Presupuesto tiene dos objetivos: uno de ellos es legalizar 
rápidamente el descuento, porque se nos dice que no hay autorización legal para hacerlo, y el otro es establecer un orden de 
prioridad en forma inmediata respecto de la solicitud del Banco Hipotecario del Uruguay. Ese segundo aspecto complica a los que 
hoy tienen antigúedad y están inmediatamente después del Banco Hipotecario. Entonces, si se diera ese segundo paso vía 
presupuesto, esto tendría que ser en todos los nuevos casos, porque a los que ya se les están haciendo los descuentos, parecería 
-aunque se trate de $ 100- que si la entrada del Banco de Seguros desplazara a otro para el que se está descontando por el límite 
de 30%, podría haber demandas. Es decir que habría que tener una redacción que contemplara este último aspecto. 


SEÑOR MARTOY.- Esa es nuestra aspiración, porque no es lo mismo un préstamo por un televisor que un Seguro de Vida. Desde 
el punto de vista de la sociedad, en la medida que la ley tutela los intereses del asalariado, habría que jugársela de alguna manera 
fijando una prioridad. 


De todas formas, en la Cámara de Representantes un Legislador hizo una especie de encuesta a nivel de las cooperativas, y éstas 
manifestaron no tener inconveniente en que los seguros estuvieran antes. Si los señores Senadores lo consideran pertinente, luego 
podemos detallar esta información en privado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece vuestra presencia y la información que han brindado. 
(Se retiran de Sala los representantes de la Agrupación de Profesionales Asesores en Seguros) 
Material proporcionado por la Asociación de Profesionales Asesores en Seguros 


(Ingresan a Sala los miembros de la Comisión de Vecinos Permanentes (Comisión de Vivienda Permanente) del Complejo 
Habitacional "Euskal Erría) 71") 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a los vecinos 
permanentes del Complejo Habitacional "Euskal Erría 71", quienes han pedido una audiencia. En el entendido de que los planteos 
tienen que ver con la discusión del Presupuesto Quinquenal que este Cuerpo viene analizando, los hemos convocado. Como 
habrán podido apreciar, la agenda de la Comisión es muy apretada porque debe recibir a una gran cantidad de delegaciones, lo 
cual lleva a que sea necesario limitar el tiempo de participación de cada una de ellas. En tal sentido, recordamos que disponen de 
diez minutos para hacernos conocer su planteo. 


SEÑORA BASILIADIS.- Antes que nada, queremos agradecerles por recibirnos. 


Hace 21 años que vivo en el "Euskal Erría 71" y, por lo tanto, conozco muy bien la historia de este complejo. Solamente nos 
entregaron unos edificios con un ascensor de lujo, pero el resto quedó para que lo hiciéramos por nuestra cuenta. Cabe recordar 
que todos los alrededores eran campos baldíos, no había calles, no pasaban los ómnibus y debíamos salir prácticamente a nado 
para ir a trabajar. Gracias al trabajo de los vecinos, organizados en comisiones por torres, se logró el panorama pintoresco y de 
espacios libres que hoy tenemos. 


Posteriormente, tuvimos una administración central, llamada ACAC y a partir de allí comenzó la destrucción de todo el complejo. La 
centralización de los gastos comunes dentro del Complejo derivó en estafas y metidas de mano. Hoy en día el Complejo está muy 
deteriorado y tiene muchas necesidades. El Banco Hipotecario nunca atendió nuestros pedidos de manera urgente. 


Como quiero hacer una presentación breve voy a leer un informe que realizamos. "Ante el petitorio ya expuesto, nuestro 
agradecimiento a la Comisión que usted preside y a su secretario, doctor Diego Pérez, que fue quien nos atendió en primera 
instancia. Adjuntamos al expediente 4932, ya presentado ante el Ministerio de Vivienda, dirigido al señor Ministro, arquitecto 
Mariano Arana, en la fecha 14 de setiembre de 2005 y 11 de octubre de 2005, relacionada con la situación creada de adeudos ante 
el Banco Hipotecario del Uruguay desde el siglo pasado con las viviendas del Complejo Euskal Erría 71 y otros complejos 
habitacionales". 


En concreto, nuestro pedido se refiere al presupuesto, a los subsidios solicitados en 2004. La respuesta fue que teníamos que 
entrar en esta autorización o distribución del Presupuesto, para obtener esos subsidios, salvar nuestras viviendas y no quedar en la 
calle. 


Las deudas acrecentadas por la no aceptación de pagos a cuenta de la mayoría de los deudores, se están acumulando desde hace 
más de diez años. Fuimos tratados como pelota de ping pong. El Banco Hipotecario jugó con nosotros, conjuntamente con las 
comisiones administradoras, haciéndonos rehenes de la situación y diciéndonos: "Usted arregla con la Comisión y nosotros le 
arreglamos en el Banco". Nos tenían así: a pico y pala, de un lado a otro. Hubo un desgaste físico, emocional y espiritual. Algunas 
personas sufrieron enfermedades críticas, también surgió el problema de la desocupación que venimos arrastrando desde hace 
mucho tiempo en nuestro país, por lo que, cambió el ingreso nominal por familia, pero el Banco siguió aumentando sus cuotas, sin 
atender los ingresos familiares. 


Se generó una gran desocupación y reducción de ingresos, debido a la crisis en nuestro país. El Banco Hipotecario del Uruguay 
actuó en un régimen abusivo de amortización perpetua. 


El régimen de combate de la usura -documento que se me traspapeló y quedó en mi casa, pero prometo enviárselos- ha sido 
violado sistemáticamente por la institución en materia de recargo por mora, cobrando siete y ocho veces más el máximo legalmente 
permitido. Me refiero a un documento de la Asociación Nacional de Afectados por la Usura en Uruguay, presidida por el contador 
José Aneiros. Ley N* 17.250. 


Ahora nos vemos con la responsabilidad, como Comisión de Vecinos Permanente (COVEPE) de actuar en representación de la 
mayoría de los habitantes del Complejo Euskal Erría 71 y otros complejos vecinos -por ejemplo, Euskal Erría 92, Malvín Alto, Zonal 
6- por el gran número de lanzamientos provocados por la inminente situación ya expresada. Los lanzamientos son masivos e, 
incluso, la secretaria del escribano Morodo nos ha dicho, directamente, que antes de fin de año va a haber muchos más y que no 
hay arreglo. Estamos hablando de lanzamientos injustos porque se han dado casos inéditos en nuestro país y hemos planteado, de 
modo urgente, al Banco Hipotecario detener esta situación. 


En dos oportunidades fuimos recibidos por el escribano Morodo y le solicitamos que fuera aplicado el artículo 499 de la Ley N* 
16.512, respecto del 26% total de los ingresos para la vivienda, ya que la gran mayoría ingresamos por el RAVE, dependencia del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Como resultado de no llevar a cabo el estudio caso por caso, 
nos vimos en situación de emergencia social crítica y denunciamos estos hechos. Hay que destacar que el señor Presidente de la 
República manifestó que se iba a buscar soluciones para el desalojado, ya sea con la vivienda que habita u otra, tal vez, de 
acuerdo con lo que consideran que merecemos porque somos personas "pobretonas", como dijo públicamente una asistente social. 


SEÑOR ALFIE.- Hay algo que quiero entender. 


Existen acuerdos realizados en junio del año pasado entre los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
Economía y Finanzas y el Banco Hipotecario del Uruguay, por los que se otorga un subsidio a aquellas personas que debieron 
tenerlo y de hecho lo perdieron por la ley de creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Una 
vez tomado en cuenta ese subsidio, la cuota resultante, en la generalidad de las situaciones del Complejo -porque no todos los 
casos son iguales, como aquí bien se dice- ¿está dentro de los límites legales? 


SEÑORA BASILIADIS.- Sí, señor Senador. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente hizo una propuesta, las personas se inscribieron en fecha y 
tiempo y ahora se nos dice que no hay fondos. Justamente, por esto llegamos acá. Incluso, mantuvimos una entrevista bastante 
áspera con la señora secretaria del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y nunca se nos dio una 
respuesta. 


SEÑOR ALFIE.- Entonces, la mayoría se inscribió para obtener el subsidio que debió tener y esta fue la solución que se encontró 
para una situación injusta 


En mi opinión, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente realmente no ha entendido esta situación y dice 
que no cuenta con fondos, cuando sabemos que sí los tiene. 


SEÑORA BASILIADIS.- Y todos lo sabemos. 


Nos vimos en situación de emergencia social crítica y denunciamos estos hechos, reclamando los subsidios prometidos para la 
vivienda, como lo estaba diciendo el señor Senador Alfie. La mayoría de los que hoy nos vemos afectados perversamente por el 
Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay nos inscribimos y los solicitamos en el año 2004. Solamente en Euskal Erría 71 son 
1.474 viviendas, y cada vez son más las que quedan vacías a causa de los lanzamientos, siendo algunas ocupadas por el Servicio 
222 dispuesto por el BHU. 


Desde ya agradecemos la atención que nos conceden ante la angustiante situación que venimos a presentarles, esperando 
obtener soluciones satisfactorias para todos, porque en realidad sabemos y tenemos mucha conciencia de que no se trata de 
solucionar los problemas individualmente. Aquí tenemos una comisión permanente para enfrentar las situaciones reales de las 
personas, no solamente de la gente que tiene lanzamientos, sino de las personas que ya pagaron el apartamento y que no tienen 
título de la vivienda porque no hay terminación de obra. En la Intendencia figuramos como campo baldío, a pesar de que pagamos 
contribución inmobiliaria y tributos al día, cosa que se nos exigía para poder llegar a cualquier solución con el Banco, como ser 
refinanciación, etcétera. Ahora nos piden $ 20.000 o $ 30.000 en la mano, y si estamos al día con los impuestos se nos plantean 
otras exigencias, como el Impuesto de Educación Primaria, que tengo entendido que es solamente para propietarios, y nosotros no 
somos nada. 


También quisiera hacer una mención a la ley de usura. De un documento que lamentablemente hoy no traje, porque se me 
traspapeló, surge que ni aun viviendo quinientos años podríamos pagar a esta institución lo que le debemos, aparentemente. 


SEÑORA DALMÁS.- En realidad estaba tratando de entender por qué esta delegación está en la Comisión de Presupuesto, y 
recién ahora acabo de entenderlo en parte. Aquí aparecen dos grandes planteos. Uno de ellos está referido al endeudamiento que 
tienen con el Banco Hipotecario; este tema no es tratado por la Comisión de Presupuesto, y creo que la Comisión de 
Endeudamiento, que sigue vigente, va a ser la que va a tratar estos problemas para todo tipo de deudas, incluidas estas, que creo 
que son las que van quedando para dilucidar o, por lo menos, para negociar con los deudores y sus acreedores. El segundo 
planteo está vinculado a un subsidio del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, para el que debe 
disponer de una partida y hay que identificar eso. 


Nosotros no hemos tenido todavía una instancia con ese Inciso; pero quería aclarar que la parte de negociación con el Directorio 
del Banco Hipotecario y la forma de solución del endeudamiento no corre por cuenta nuestra, entre otras cosas porque el Banco 
Hipotecario es un Ente del Estado, y no estamos tratando eso, sino lo atinente a los Ministerios. Entonces, creo que la parte del 
subsidio es la que tendremos que identificar en las partidas del Ministerio correspondiente. 


SEÑORA BASILIADIS.- En verdad lo que estoy presentando aquí es una emergencia social que están atravesando nuestros 
vecinos y nuestros colegas, porque hemos trabajado todos juntos para construir lo que tenemos. Al mismo tiempo, queremos 
puntualizar que existe una ley de usura, en la cual tenemos que tener reconocimiento del hecho, pero mientras tanto no podemos 


esperar a que sigan sacando gente a la calle, familias enteras con chiquilines. Esto acá no lo ven. Aquí hay ingresos; en mi caso, 
no tengo ingresos, pero lucho por todos. No me voy a acomodar yo sola, ni voy a acomodar a uno o a otro. Queremos justicia. 
¿Dónde está la ley que nos ampara? Creo que este es el lugar exacto, porque aquí se está tratando la ley de Presupuesto, el 
reparto de aquí y de allá, mientras nosotros vamos a parar a la calle. Hay familias que nuevamente van a formar parte de los 
rancheríos, cuando supuestamente hay un Ministerio que está tratando de sacar a la gente de ahí. ¿Vamos a acrecentar el 
problema en el resto del país con esta gente que están sacando? Se trata de cinco y seis familias por semana, sólo en nuestro 
complejo habitacional. 


Entiendo la crítica en cuanto a que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente es el que tiene que 
ocuparse de este tema, pero no lo ha tomado. Yo quisiera verle la cara al señor Ministro, porque hasta ahora no he podido hacerlo. 


SEÑORA DALMAS.- Pido perdón por el tiempo que tomo, pero tengo que hacer una aclaración imprescindible. 


Conozco personalmente todo lo que se ha expuesto aquí porque, incluso, he estado en el Complejo y sé las diversas situaciones 
que se dan. Reconozco la gravedad del problema; eso no está en discusión para mí y quería dejarlo muy en claro. Sin embargo, 
como tengo que trabajar bien -porque para eso estoy acá- estaba tratando de identificar qué parte de toda esa problemática 
podemos intentar solucionar en este Presupuesto. Esa es la parte de mi trabajo. Ahora bien; los señores Senadores que están en 
otras Comisiones de endeudamiento -no es mi caso- verán cómo hacen, pero yo sólo trataba de identificar cuál era mi parte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente comparte lo expresado y está seguro de que los señores Senadores también; lo que 
intentamos es que en torno a su presencia en esta Comisión de Presupuesto no se genere una expectativa incorrecta. Es nuestra 
responsabilidad decirles qué es lo que en el ámbito de esta Comisión podemos resolver y qué no. Lo que la señora Senadora 
Dalmás pretendía decirles es que uno de los temas que ustedes plantearon puede tener que ver con el Presupuesto y, en esa 
medida, con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Tienen la suerte de que los representantes de 
esta Cartera todavía no han sido recibidos por esta Comisión -lo que ocurrirá el próximo lunes- y, seguramente, en esa ocasión los 
interrogaremos acerca de vuestros planteos en lo que a ellos corresponda. 


SEÑOR DA ROSA.- En tren de profundizar un poco al planteo que tiene que ver con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, quisiera saber, frente a las gestiones que han realizado con las jerarquías de esa Cartera, cuáles son 
las razones que ellos han aducido. ¿Dicen, simplemente, no tener recursos? 


SEÑORA BASILIADIS.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR ALFIE.- Cuando afirman que no tienen recursos, ¿ustedes dijeron que el año pasado se pagaron algo así como $ 
160:000.000 por estos subsidios, y que el Presupuesto es el mismo? Ese es el tema clave de todo esto; se pagó ese dinero y 
quedaban pendientes 20 años donde se abonaría más o menos el mismo monto por año. 


SEÑORA BASILIADIS.- No teníamos conocimiento de eso. 


Sí sabíamos que teníamos derecho a pedir una retasación de los apartamentos y así lo hicimos. Aunque no nos lo dieron, sabemos 
que ya tenemos pagados los apartamentos, pero igual nos quieren sacar a la calle y traer nueva gente para un reciclaje. 


Tampoco llegamos a un diálogo con el Banco Hipotecario, porque no tienen tiempo para atendernos; sólo lo tienen para lanzar 
gente a la calle. Según mi posición, no creo que hayamos votado esto al apoyar al gobierno; votamos porque Tabaré dijo que nadie 
se iba a quedar sin techo. Nos dijo muchas cosas, como que no dejáramos de soñar. También nos pidió que tuviéramos paciencia; 
y ahora somos nosotros los que pedimos paciencia hasta que tengamos trabajo y podamos dignificar nuestra persona. De ahí en 
más podremos seguir pagando la deuda, pero sin dejar de reconocer que tenemos derecho a una retasación -hecha por personas 
de la Facultad de Arquitectura o por quien corresponda- que permita un presupuesto exacto de nuestra vivienda. El propio 
arquitecto Arana dijo en una oportunidad -yo no tengo mala memoria- que esas viviendas eran nichos. Nosotros vivimos en esos 
nichos y los queremos, porque son nuestra vivienda. 


Simplemente pedimos que se tome conciencia, y dado que van a venir otras delegaciones como el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -del mismo modo que si tienen oportunidad de hablar con las autoridades del Banco- 
querríamos que se les mencionara nuestra preocupación, así como el hecho de que no nos vamos a dejar echar a la calle; vamos a 
tomar todo tipo de medidas, por lo menos legales, para poder continuar ahí. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los invitados. Estoy seguro de que vuestro planteo ha sido escuchado con 
mucha sensibilidad por parte de todos los señores Senadores y de que su presencia no ha sido en vano. 


(Se retira de Sala la delegación de la Comisión de Vecinos Permanente del Complejo Habitacional "Euskal Erría 71") 

Material proporcionado por la Comisión de Vecinos Permanente del Complejo Habitacional "Euskal Erría 71" 

(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Aduaneros) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación de Funcionarios Aduaneros, quienes han solicitado 
una entrevista con la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda para hacernos su planteo referido al Presupuesto 


Quinquenal 2005 - 2009. 


Antes de darles la palabra no tengo más remedio que informarles que, dada la agenda de trabajo, al igual que las demás 
delegaciones disponen de diez minutos para hacer vuestro planteo y habilitar algunas preguntas de los señores Senadores, en 
caso de que las tengan. 


SEÑOR CARDOSO..- Soy el Presidente de AFA y voy a referirme al artículo 189 de la Ley N* 16.736, que dice que las retribuciones 
que perciben los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas, financiadas con cargo a fondos extrapresupuestales, deberán 


ajustarse, con cargo a dichos fondos, en las mismas oportunidades y con el porcentaje que resultare mayor entre el índice de 
aumento general a los funcionarios públicos y el Indice de Precios al Consumo. 


Lo fundamental de este artículo es la aplicación de los artículos 154 y 170 de la Ley de Tránsito. Nosotros queremos cobrar una 
tasa al servicio de tránsito. 


El tránsito es una de las operaciones aduaneras -junto con la importación, exportación, etcétera- que venimos desarrollando desde 
hace muchísimos años. En estos momentos, el tránsito no tiene ningún tipo de tasas y nuestra intención es que se le aplique. 
Entendemos que éste es un proyecto inteligente porque la tasa no la pagaría el Estado uruguayo, sino los terceros países que no 
integran el MERCOSUR; por tanto, tendría costo cero para el Estado. Con esta tasa se van a atender dos temas importantes, uno 
de los cuales es la equiparación de grados con el Ministerio de Economía y Finanzas. Actualmente, los grados más bajos -de 
escalafón y denominación- en la Aduana empiezan en el grado | y pretendemos una equiparación que sería lo más sano y lo más 
justo para poder desarrollar las futuras reestructuras. 


Lo recaudado por la tasa tendría dos destinos. El 50% sería empleado para financiar gastos de funcionamiento. En estos 
momentos, la Dirección Nacional de Aduanas se encuentra en un estado catastrófico, en cuanto a herramientas, como para poder 
cumplir su funcionamiento. Es decir que sería una inyección de oxígeno fundamental para efectuar las tareas. A su vez, se plantea 
la contratación de funcionarios porque en la Aduana el 80% de sus funcionarios cuentan con edad de jubilación. Por tanto, habría 
que ir pensando en renovar el plantel. 


El otro 50% de esa recaudación se aplicaría como ya lo establece la ley, y ésta dice que el 50% restante será distribuido entre los 
funcionarios en partes iguales. Lo único que se estaría modificando sería la aplicación de esa tasa. Como dije, se trata de un 
servicio que se da pero que no se cobra, y que las únicas que ganan son las empresas transnacionales. Los resultados finales del 
último seminario realizado en junio de 2000 dan que los operadores y las transnacionales son los que participan de las ganancias 
de estas operaciones. Hasta ahora, el tránsito no ha dejado nada productivo para el Uruguay; sólo hubo deterioro de carreteras, 
contaminación del medio ambiente, etcétera. Con esto, se estaría dando un paso fundamental para cubrir las referidas 
necesidades. 


SEÑOR SANCHEZ.- Soy asesor de la Asociación de Funcionarios de Aduanas. Nuestro planteo también tiene que ver con el 
artículo 189 de la Ley N* 16.736, que es la de los servicios extraordinarios. Se trata de una tasa que se cobra por una suerte de 
habilitación perpetua de la Dirección Nacional de Aduanas, que las 24 horas de los 365 días y en el lugar que la ley establece, da 
los servicios toda vez que se requiera, para el control de las mercaderías objeto del comercio exterior. Ese artículo 189 tiene una 
afectación especial del 100% de lo recaudado a tal punto que, como decía el compañero Cardoso, en el último inciso se dice que el 
remanente del excedente será distribuido, un 50% para la Dirección Nacional de Aduanas y un 50% para los funcionarios. Es decir 
que el 100% tiene destino por ley presupuestal. 


Ahora bien, lamentablemente los funcionarios aduaneros por muchos años nos hemos acostumbrado a que no importa lo que la ley 
diga porque siempre el más poderoso tiene la razón, pero entendemos que es hora de dar una señal en el sentido de que sí 
importa lo que la ley diga. Por lo tanto, si el artículo 189 da destino presupuestal en un 100%, no cabe, no es legal y tampoco ético 
que se le descuenten economías a ese Fondo. Esas economías que se descuentan al Fondo van a engrosar una retribución que 
reciben algunos funcionarios por los artículos 28, 29, 725 y 726 de la misma ley, que refieren a la mayor responsabilidad, el mayor 
puntaje y las altas gerencias. Nosotros no decimos que esté mal que reciban tal cosa, sino que está mal que se nos descuenten 
ochenta mil mensuales -es decir, $ 1.000 por funcionarios y por mes, cuando la ley no lo marca- para pagarlo. Si el Poder Ejecutivo 
quiere hacerlo -que nos parece muy bien que lo quiera hacer- lo debería realizar con otro Fondo y no del nuestro, sobre todo 
cuando la ley indica que de éste no se puede descontar nada que el artículo 189 no marque. Y lo más interesante es que en la 
última Rendición de Cuentas -Ley N* 17.904- en los artículos 2%, 3” y 5% se derogaron esas disposiciones. Además, en uno de esos 
artículos se establece que el decreto reglamentario -de lo marcado en los artículos 2* y 3% de esa ley- respetará los derechos de los 
funcionarios que perciban las retribuciones citadas, lo que nos parece excelente. Lo que decimos es que por esta disposición, el 
descuento a la tasa extraordinaria, que nosotros entendemos abiertamente contradictoria con el texto legal, se eternizaría en el 
tiempo. Creemos que la mejor herramienta para corregir esto sería la presentación de un artículo -que nosotros nos atrevimos a 
redactar- que diría que no se financiará con cargo al Fondo a que refiere el artículo 189 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996, las retribuciones y las economías a que refieren los artículos 28, 29, 725 y 726 de la misma. 


De ninguna manera estamos en contra de quienes perciben esto, sino que decimos que no entendemos por qué, repito, se 
descuenta del artículo 189 cuando éste tiene afectación especial del cien por cien del Fondo. 


Seguramente los señores Senadores deben tener este artículo porque solicitamos que se distribuyera. De todos modos me voy a 
tomar la libertad de dejarle una copia a la Presidencia. Lo que solicitamos es que se ingrese esta redacción como un artículo aditivo 
con la finalidad de poder discutirlo en la Comisión. 


SEÑORA LUCERO.- Agradezco mucho a los señores Senadores que hoy están presentes escuchando nuestras propuestas. 


Quisiera seguir refiriéndome al artículo 189 porque es la base de todo lo que concierne con el presupuesto total de la Aduana, tanto 
salarial como funcional. 


La Aduana tiene una guardería que se subvenciona de ese 1% que va para retribuciones personales. Es la única institución a la 
que en este momento se le está haciendo una rebaja salarial. Nosotros vertemos un 2,5% a Rentas Generales y en este 
Presupuesto se quiere sacar un 3,5% con ese destino, lo que disminuiría lo que es nuestro salario y lo que es la parte operativa de 
la Aduana. 


En la Cámara de Representantes se habló del tema de la guardería, a la que correspondía un 1%. En este momento, sobre la 
guardería nacional del país -tenemos dos aditivos al respecto- la disposición que quedó en el Presupuesto no da a entender ni 
refleja lo que necesitamos en la Aduana. Precisamos $ 1:800.000 para el funcionamiento de la guardería en todo el país. Si se nos 
lleva un 1%, eso sería más de $ 4:000.000. Entendemos que eso es más dinero y que rebaja el salario. Por lo tanto, presentamos 
dos aditivos, uno de ellos referente al funcionamiento de la guardería. Consideramos que con $ 1:800.000 anuales para los gastos 
de servicio de guardería de todo el país podemos funcionar e, incluso, daría para la contratación de los funcionarios. 


En el otro aditivo expresamos que en vez de lo que dice el inciso cuarto del artículo 189, que hace mención al 1%, se hablara de $ 
1:800.000, que sería lo que realmente se gastaría en la guardería, lo que es menos de la mitad porque, como ya dije, son $ 
4:000.000, y eso significa una rebaja salarial importante. 


Por otro lado, tenemos en consideración la modificación del artículo 166, de la Ley N* 17.296, de febrero de 2001, que tiene 
relación con lo que nosotros percibimos por multas. 


Por otro lado, hay que destacar que parte de lo que se recaude por multas va al funcionamiento de la Aduana. En este momento, la 
Aduana está desfinanciada y entonces, lo que hacemos es redistribuir nuevamente las multas y darle un porcentaje un poco mayor 
de lo que se destina para su funcionamiento. A su vez, incentivamos a que se hagan los seguimientos de los cobros. En definitiva, 
este tipo de multas le lleva al Estado aportes importantes hacia quien denuncia la infracción. 


SEÑORA DALMAS.- Comprendí bastante bien las propuestas que traen los funcionarios. Mi pregunta tiene que ver con algo que 
se afirmó en esta Sala desde el equipo económico, que es más general y que no tiene que ver con los artículos. Concretamente, 
me refiero a la reestructura que se está elaborando para la Dirección Nacional de Aduanas. Al respecto, quiero saber si existe algún 
ámbito bipartito entre el sindicato de trabajadores y el Ministerio, respecto a la elaboración de dicha reestructura. 


SEÑORA LUCERO.- En las últimas reuniones que se celebraron con el Director Nacional de Aduanas se habló de lo relativo a la 
participación del gremio en la futura reestructura. A su vez, integramos una Comisión Bipartita -que se realiza a través del Plenario 
de Economía- en la cual hemos estado hablando con el economista Bergara, y con la Directora General. Cabe aclarar que a dicho 
ámbito también asistió el Director Nacional de Aduanas. Allí se nos dijo que es posible que la AFA participe de la reestructura. 
Entendemos que es muy importante que el gremio -que es uno de los actores involucrados- esté presente, incluso haciendo 
aportes en lo que es la reestructura. Eso no quiere decir que nosotros igualmente sigamos planteando -porque quizás esa 
reestructura sea para 2007- estos aditivos, a los efectos de poder salir adelante durante este tiempo. 


SEÑOR SANCHEZ.- Incluso previamente a la entrevista con el economista Bergara, estuvimos con el señor Ministro de Economía 
y Finanzas, contador Danilo Astori, con el cual coincidimos plenamente en lo que era un principio elemental de administración: 
quien interviene en la planificación se compromete en la ejecución. En ese sentido, cuando el economista Bergara dijo que 
nosotros éramos algo así como el interlocutor natural, entendimos que íbamos a participar. Es más; a pedido del Director Nacional, 
hay una Comisión que ya está trabajando en el tema. Al respecto, tenemos un proyecto de reestructura que pensamos analizar 
parte por parte en esa Comisión. Asimismo, contamos con más de 30 años en la función -en algunos casos, hasta 40 años- y 
entendemos que podemos aportar mucho en estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Asociación de Funcionarios Aduaneros. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Aduaneros) 

Material proporcionado por la Asociación de Funcionarios Aduaneros 

(Ingresa a Sala la Sociedad de Hemoterapia e Inmunohematología del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Culminando esta sesión de la mañana del 2 de noviembre, la Subcomisión de Audiencias de la Comisión 
de Presupuesto Integrada con Hacienda recibe a los miembros de la Sociedad de Hemoterapia e Inmunohematología del Uruguay, 
en el marco del tratamiento del Presupuesto Quinquenal 2005-2009. 


Hemos tenido una agenda extensa y bastante acotada en el tiempo, y esta es la última delegación que recibimos en el día de hoy. 
Disponen ustedes de 10 minutos, y seguramente algo más si es necesario porque, reitero, puesto que son los últimos que 
recibimos. 


SEÑOR ROJAS.- Buenas tardes. Represento a la Sociedad de Hemoterapia e Inmunohematología del Uruguay. 


Haremos una breve reseña de la razón por la cual estamos aquí. El tema que nos convoca, tanto a la Sociedad de Hemoterapia 
como a la Cátedra de Medicina Transfusional y al Servicio Nacional de Sangre, es el artículo 274 de la Ley de Presupuesto. Aclaro 
que en su momento era el 274, pero no sabemos si hubo alguna variación en la numeración; si fue así, de pronto ahora el número 
puede no ser ese. 


SEÑOR ALFIE.- Ahora es el artículo 289. 


SEÑOR ROJAS.- Bien. El último artículo del Ministerio de Salud Pública en el proyecto original del Poder Ejecutivo era el 274 -que 
ahora sería el 289- y hacía referencia al uso de las células madres y células progenitoras. 


En dicha disposición no está clara u objetivada la opinión de la Sociedad de Hemoterapia, es decir, de los médicos hemoterapeutas 
y, por nuestra parte, tenemos algunas discrepancias en lo que refiere a la redacción. 


Según tenemos entendido, este artículo surge o emana de varias reuniones de una Comisión que trató este tema. Estamos 
hablando de una Comisión interdisciplinaria, compuesta por integrantes del Gobierno y representantes de diversas especialidades, 
sobre todo, del Banco de Órganos y Tejidos, pero nosotros no hemos tenido participación allí. Concretamente, no se trabajó con 
nosotros, no fuimos consultados. 


Hace ya varias décadas que estamos vinculados a este tema, sobre el cual existen normativas nacionales y una reglamentación 
regional, del MERCOSUR, expresada a través del Decreto N* 385/00. En él se habla muy bien de este tema y, en parte, aparece 
normatizado. Ahora bien, veíamos con profunda inquietud que, en cierta manera, este artículo contrapone algunas disposiciones de 
esa reglamentación, que era un decreto del Poder Ejecutivo. Sin embargo, lo que más nos preocupaba era que no habíamos 
participado ni habíamos sido consultados, ya que en ese momento nuestra opinión no fue tenida en cuenta para trabajar en torno a 
la redacción del artículo, el que, además -nos llamó la atención- apareció en una ley de Presupuesto, cuando pensamos que debía 
transcurrir por otros carriles. 


Esto es lo que aquí nos convoca. En alguna ocasión intentamos que dicho artículo sufriera las modificaciones pertinentes o, de 
alguna manera, fuera eliminado, con la idea de que posteriormente se integrara un equipo multidisciplinario para trabajar sobre el 
tema y, probablemente, actualizar las normas. De ese equipo participarían el Banco de Órganos y Tejidos, el Grupo de Sociedades 
de Terapias Alternativas, la Sociedad de Hemoterapia y todos los médicos hemoterapeutas. En la presente instancia, ello no 
ocurrió. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera saber cuáles son las modificaciones o la propuesta concreta que la delegación formula. 
SEÑOR ROJAS.- La propuesta concreta consiste en que se elimine el actual artículo 289 del proyecto de ley de Presupuesto. 


SEÑOR ALFIE.- El artículo 289 dice: "Cométese al Instituto Nacional de Donación y Trasplante de Células, Tejidos y Órganos lo 
dispuesto por las Leyes Nos. 14.005, de 17 de agosto de 1971, y 17.668, de 15 de julio de 2003, y todas las actividades relativas al 
uso de células humanas y sus productos". 


Actualmente, ¿quién tiene ese cometido? 


SEÑOR ROJAS.- Los inconvenientes no se generan por lo que dice el artículo y la mención a las leyes, sino por la referencia en 
forma ambigua o genérica a las células hematopoyéticas o células sanguíneas. En el transcurso de los años, la prioridad del 
manejo ha sido de los servicios de medicina transfusional. Lo que pasa es que en el artículo no se detalla y, de pronto, falta hacer 
alguna aclaración. Como está dicho en forma genérica, parecería que el Banco de Órganos y Tejidos va a pasar a manejar, 
administrar, obtener y demás, todo lo relativo a células humanas y, obviamente, células sanguíneas. Reiteramos que, a nuestro 
entender, el artículo es muy genérico. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera saber cómo se maneja hoy el tema en Salud Pública, quién tiene las atribuciones, quién maneja 
determinado tipo de células o de órganos y quién maneja otros. 


SEÑOR ARAGO.- Como integrante de la Asociación de Hemoterapia y profesor de esta especialidad en la Facultad de Medicina, 
voy a intentar aclarar en cinco minutos lo que se está planteando, así como responder a la inquietud del señor Senador. 


En nuestro país, la Medicina Transfusional tiene como base del marco regulatorio la Ley N* 12.072, del año 1953. Luego, en el año 
1979, fue reglamentada por el Decreto reglamentario N* 392/79, y en el año 2000, el Poder Ejecutivo dicta el Decreto 385/00, con 
una normativa del MERCOSUR en la Medicina Transfusional y un Capítulo -el P- que se refiere a todas las células progenitoras. 


Quiero decir que a lo largo de los últimos veinte años, la Medicina Transfusional es la que ha trabajado en los transplantes de 
médula ósea junto con la hematología y otras disciplinas, porque todo esto es multidisciplinario. Eso es lo primero que tiene que 
quedar bien claro a los señores Senadores; no somos dueños de las células, a pesar de que desde hace años trabajamos con 
glóbulos rojos, glóbulos blancos y plaquetas. 


Se está hablando de células progenitoras o de células, y esa palabra me pone nervioso, porque en el mundo manejamos muchas: 
por ejemplo, la N K Cell, las células dendríticas, y otras; todas tienen su etapa en la terapéutica celular, independientemente de 
todo lo que es hoy la medicina regenerativa. Seguramente, oyeron hablar de medicina regenerativa, porque en el Uruguay se hace, 
principalmente en la parte cardiovascular y neurológica, con mucho éxito. También se está tratando de obtener Células Beta para el 
páncreas. Es decir que esto es muy amplio y se hace en el país bajo la ética, los consentimientos informados y todas las normas 
que existen actualmente. 


Hace unos días una señora Senadora me decía que también están trabajando en la Ley de Bioética, donde se va a hacer una 
definición de las células; al respecto, me puse nervioso, porque si bien comparto que hay que hacerlo, están también allí 
involucrados el problema de los embriones, el del aborto, el de los transplantes, el de las células del cordón, etcétera; todas cosas 
distintas que hay que ordenar. Tal vez esto sea muy científico o muy técnico, pero son problemas distintos. El problema del embrión 
es un gran problema, pero distinto, y con el del aborto sucede lo mismo. Las células madre tienen dos o tres orígenes; cuando la 
obtenemos de la médula, ¿qué es lo que hacemos? Por equipo de aféresis sacamos las "stem cells" que se utilizan hoy en día en 
los transplantes medulares. Ponemos al paciente en una máquina, extraemos la célula madre, y eso es lo que se transplanta hoy 
en día. Hace años que se está haciendo. 


Otra fuente es la sangre del cordón o de la placenta, que en todo el mundo se utiliza, y nosotros pretendemos hacerlo aquí en el 
Uruguay, en el Hospital del Clínicas y en el Pereira Rossell, Sin embargo, hemos tenido un freno, señores Senadores, y mientras 
nosotros tenemos ese freno para un lugar público como la Facultad y el Ministerio de Salud Pública, sabemos que en la zona 
franca hay quienes lo está haciendo, entre otros, Mater Cell, para dar un ejemplo de lo que decimos. 


Si bien pensamos que hay que regularlo, nos llevamos una sorpresa enorme al saber que en una ley presupuestal, para el 
quinquenio, como acaba decirse, se incluya un artículo tan especial como son las células trabajadas nada más que por un sector. 
Creo que ese sector, el Instituto Nacional de Órganos, Tejidos y Células, debe intervenir en todo esto porque tiene su Registro 
aprobado, que es el SINDOME, donde se registran los donantes de médula ósea y también se hace la histocompatibilidad. No 
tenemos problemas en este aspecto, pero pretendemos definir quién va a trabajar con las células. A nuestro juicio, debe tratarse de 
un grupo multidisciplinario. Quizás, pueda ser el Senado, a través de la Comisión que está estudiando el tema de la Bioética o el 
propio Ministerio de Salud Pública, nombrando una comisión en la cual participen todos los involucrados. Aclaro esto porque acá 
hay muchos grupos que quedan afuera. Nosotros somos los que hemos venido y, en parte, se descansan en lo que vinimos a 
plantear. De lo contrario, esto traerá conflictos, incluso legales. No olvidemos que se incluye un artículo, pero por otro lado hay una 
ley de 1953, reglamentos y decretos del Poder Ejecutivo, como el que cité anteriormente. 


Los señores Senadores se preguntarán qué es lo que queremos. Naturalmente, hay más de una solución. La que manejaba el 
señor Rojas consiste en eliminar el artículo. Si bien estoy de acuerdo, no creo que eso vaya a suceder; una cosa es lo que 
sentimos que se debería hacer y otra lo que seguramente ocurrirá. El Senado y el Parlamento deben saber que se definirá un punto 
muy importante. Entonces, o se cambia la redacción del artículo o se lo elimina. En este último caso podría nombrarse una 
Comisión o el propio Senado podría tomar el tema para sí, dado que tiene a consideración un proyecto de ley de Bioética. En tal 


caso, si no lo tiene, nombrará a sus asesores. Al respecto, adelanto que quedamos a disposición. Cabe destacar, también, que 
integramos la Sociedad Internacional de la Medicina Regenerativa. 


En definitiva, dejamos planteada la enorme preocupación que tenemos, la cual no sólo está dada por los marcos regulatorios. 
Confieso que me siento muy mal como profesor de Posgrado, cuando pienso que estoy engañando y mientiendo a mis alumnos, 
asegurándoles que van a tener un futuro brillante. Además, el estudio del tema ha pasado por todos los órganos de la Universidad 
de la República y fue aprobado por el propio Ministerio de Educación y Cultura en 2000. Ahí está claro qué es lo que hacemos y 
enseñamos. Por lo tanto, existe toda una serie de antecedentes que debían estar en conocimiento de los señores Senadores. 


Muchas gracias. 


SEÑORA DALMAS.- Debo reconocer que no logré comprender la totalidad del problema. Incluso, las últimas palabras del doctor 
me dieron la sensación de que pone en tela de juicio hasta la propia especialidad hematológica, ya que habló del peligro del futuro 
de quienes están en la cátedra. En suma, me falta mucho para entender el fondo del asunto, entre otras cosas, por conocimientos 
que no pude adquirir. Me queda claro que apuestan a la eliminación total del artículo para que esta temática sea discutida en 
Comisión; pero, plantean, como alternativa, la posibilidad de un cambio en la redacción del artículo. 


Mi pregunta es la siguiente, ¿Ustedes han pensado en una redacción alternativa que nos pudieran proporcionar ahora o en el 
transcurso de este Presupuesto? 


SEÑOR ALFIE.- Estoy tratando de redactar el artículo pero no sé como llamar las cosas por su nombre. La idea sería dejar el 
artículo tal como está hasta "15 de junio de 2003". Ahí, iría punto y continuaría diciendo: "Serán tratados por una Comisión 
multidisciplinaria especial que nombrará el Ministerio de Salud Pública, con la participación de todos los" y no sé cómo llamarlos: 
institutos, organismos o cátedras. Luego seguiría "involucrados en el manejo o estudio de las células humanas". 


No sé si es la idea que ustedes tienen o, por lo menos, "el segundo mejor" como se dice en economía. En realidad, como decía la 
señora Senadora Dalmás, nos tendrían que ayudar en la redacción. Asimismo, tendría que ver los antecedentes de las dos leyes 
citadas. Tengo la impresión de que el Ministerio quiso tratar de unir determinados temas que les parecen afines bajo un mismo 
mando. 


Después hay un agregado especial, que es a lo que ustedes se dirigen, que me gustaría escuchar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decirles que, seguramente, como le sucedió a todos los señores Senadores que estamos en esta 
Comisión, cuando quise prepararme para la visita de esta delegación, me di cuenta de que se trataba de un tema que desconocía. 
Sin embargo, el tratamiento del Presupuesto en el Parlamento tiene previstas situaciones como éstas, que implican un análisis en 
especial de un artículo que se puede desglosar y mandar a la Comisión respectiva, en este caso, a la de Salud Pública. Esta es 
una de las alternativas que tiene esta Comisión de Presupuesto y en ese ámbito será donde se defina lo que no creo que nosotros, 
por nuestra especialidad, podamos decidir. Les aclaro que, en lo personal, me adelanté a hablar con los miembros de mi sector 
político que están en la Comisión de Salud Pública que también integro -aunque no soy médico- y les he pedido que hagan un 
informe sobre el tema. Naturalmente no lo tengo y si hoy tuviera que tomar una decisión con respecto a este tema tendría una sola 
posible: sacar el artículo porque no soy partidario de votar algo que no conozco y no entiendo. Por lo tanto, lo primero que tenemos 
que hacer es juntar información. 


SEÑOR MILLER.- Estamos hablando de un tema de suma actualidad. La revista "National Geographic" está en todos los quioscos, 
tiene un gran prestigio y tiene un artículo acerca de las células madres. 


Este es el tema que está en el fondo de esta pequeña palabra "células" que aparece en el artículo 274. No se trata de transfusión 
de sangre, ni del manejo de las células que se utilizan en el transplante de médula ósea, tampoco de las células de cordón 
umbilical, que se utilizan para trasplante o rescate hematológico de pacientes que están siendo sometidos a quimioterapia, o 
distintas patologías hematológicas que, hoy por hoy, están cubiertas por el Fondo Nacional de Recursos, desde hace veinte años 
en el país. Aquí se está hablando de células provenientes de los embriones que se generan en los procedimientos de fertilización in 
vitro, en el período en el cual se están multiplicando las células, dos, cuatro, ocho y hasta dieciséis. Se toman estas células que 
tienen el potencial, en condiciones de laboratorio adecuado, de especializarse y dirigir su especialización hacia una de las 200 
células diferentes que hay en el organismo, es decir, miocárdicas, neurológicas, pancreáticas, hepáticas o lo que fuere. Eso sí 
tendría que estar regulado y es a lo que, seguramente, pretende llegar este artículo. Lamentablemente, la generalidad del artículo 
ha englobado a las células que vienen siendo utilizadas en transfusión de sangre desde hace más sesenta años en nuestro país, 
en trasplante de médula ósea y en trasplante de célula de cordón, desde hace más de veinte años. Falta una precisión en la 
reglamentación; ese es específicamente el punto, porque ha sido muy general. Si se pudiera precisar -porque no está precisamente 
relacionado con el Presupuesto Nacional- o dejar esto fuera de la Ley de Presupuesto, se podría redactar correctamente como para 
presentarlo en forma bien redonda y estando todos los actores de acuerdo. De esa forma podríamos evitar que el Banco Nacional 
de Tejidos se encargue de supervisar o realizar la transfusión de sangre, cosa que ellos no pretenden hacer. Sin embargo, la letra 
fría establece que sí cuando dice "cométase células", donde está incluida la transfusión de sangre. 


SEÑOR BARAIBAR.- Creo que este es un tema muy importante pero, al mismo tiempo, sumamente técnico y complejo para 
quienes no somos médicos. Seguramente, debe ocurrir lo mismo dentro de los propios médicos porque, según nos han explicado, 
sólo entienden a la perfección el tema quienes se han especializado en esta materia y hacen un seguimiento de ella. 


La disposición que nos ocupa fue votada por la Cámara de Representantes tal como venía redactada del Poder Ejecutivo, lo que 
indica que hubo una primera instancia donde el artículo se mantuvo. 


Por otra parte, si bien los doctores aquí presentes nos han explicado el tema como han podido, debido al breve tiempo de que 
disponen, les solicito si nos pueden hacer llegar estos antecedentes, de la forma más sencilla y didáctica posible, a los efectos de 
poder manejar, incluso, la opción planteada por el señor Senador Alfie en cuanto a no suprimir el artículo sino darle otra redacción. 
Propongo esto porque, por ejemplo, intenté leer un artículo emitido por un matutino en la mañana de hoy referido a este asunto y 
como me resultó tan difícil de entender lo tuve que dejar aunque, posiblemente, si hubiera sabido que íbamos a tratar el tema en la 
mañana de hoy, hubiera hecho un mayor esfuerzo. 


SEÑOR ROJAS.- Con respecto a lo que decía el señor Senador Alfie, debo decir que hicimos una corrección al artículo que nos fue 
imposible traer en el día de hoy. A su vez, tenemos material para hacerles llegar, al igual que lo hicimos con las diferentes 
Comisiones de Cámara de Representantes que hemos visitado, información que permitiría una mayor interiorización en el tema. 


Reitero, existe una propuesta de lo que entendemos debería ser el artículo. Como se decía anteriormente, la redacción hasta la 
coma quedaría igual y, posteriormente, haríamos los cambios pertinentes para lograr el texto más adecuado. 


SEÑOR ALFIE.- Si no entendí mal, ustedes se refieren, directamente, al tema de las células madres y tienen temor de que se 
incluyan en esta redacción puesto que constituyen un tema absolutamente diferente a los que aludieron anteriormente, incluyendo 
las "stem-cells", que se guardan y vuelven a implantar. 


SEÑOR MILLER.- No podría asegurar eso porque la letra fría del artículo refiere a las células humanas. 


SEÑOR ALFIE.- Está muy claro que el artículo refiere a cualquier tipo de células, ¿pero vuestra preocupación, en este momento, 
es básicamente por las células madres o por otra forma de obtener células como, por ejemplo, las "stem-cells" o las que se 
obtienen vía cordón umbilical? 


SEÑOR ARAGO.- Estoy preocupado por la especialidad -así contesto lo que planteaba la señora Senadora- porque al hablar de 
células desaparecemos como especialidad. Pasa todo al Instituto Nacional de Organos y Tejidos; son dueños de todas las células, 
y eso es lo que nos preocupa. 


Realmente creía que esta Comisión tenía la ley y todo lo que habíamos enviado, pero nos estamos enterando de que no es así. 
Entonces, lo que podemos hacer es enviarles ese material, porque lo tenemos; lamentablemente hoy no lo trajimos. 


El problema es que si se incluye un artículo que establece que un organismo es el dueño de todas las células -porque esa es la 
conclusión que se saca- ellos son los que van a tener todo el control. Incluso lo dicen; hablan de que van a fiscalizar. Entonces, son 
los que van a decir quiénes pueden trabajar y quiénes no. Creo que, para la importancia que tiene el tema, es demasiado que un 
solo grupo, un sector, sea el que permita trabajar, el que fiscalice y el que decida, cuando todo esto ya está regulado. 


Es verdad que hay otras células que están jugando aquí, porque las células integran todo nuestro organismo, cada tejido, cada 
órgano. Por eso decía que desaparecemos, después de 63 años que estamos trabajando. Esto tiene una antigúedad: en el año 
1882 nuestra Facultad de Medicina ya tiene el primer trabajo sobre medicina transfusional. Esto debe hacerse entre todos los que 
intervienen: los neurocirujanos, los cardiovasculares, etcétera, cada uno en su especialidad. No es sólo la célula madre o "stem- 
cell", que sale aquí y en todas partes; todo el mundo habla, y lamentablemente a veces se habla sin tener el conocimiento. 


Hay muchas células que también intervienen, y cada vez más. La terapia celular es el futuro; los transplantes no van a ser más de 
órganos, y esa es la preocupación que tienen. Pero creo que tienen otras posibilidades de trabajo. Dicen que soy muy duro, pero la 
Ley N” 14.005 nació en épocas de dictadura, sin discusión del Parlamento, y luego fue modificada por la Ley N* 17.668, que le 
cambió prácticamente todos los artículos, y nombran una tercera ley, que es la que regula el secreto comercial. Esas son las tres 
leyes que ellos mencionan. Nosotros hablamos de leyes específicas, como la Ley N* 12.072, que creó el Servicio Nacional de 
Sangre y le estableció como cometido la organización del empleo terapéutico de la sangre, los hemoderivados y todos los 
componentes, y entre esos componentes hay muchas células, como decía el doctor; yo les nombré algunas, como las células 
dendríticas, que cada día se descubre que tienen más importancia. También puedo mencionar las células de la piel, que tienen 
enorme importancia, y pueden derivarse de aquí órganos. El tema es complejísimo, también para nosotros. 


Por eso creo que se debe precisar más. Me preocupa la palabra "célula", porque si quedaba hasta "tejidos" estábamos todos 
contentos, pero cuando tocamos las células, allí aparece el problema. Por eso habíamos elaborado otra redacción, que 
procuraremos enviar a la Comisión. Tengo entendido que la Comisión de Salud Pública del Senado sí la tiene, por lo que hablaron 
conmigo independientemente. De cualquier manera, repito, puedo hacerles llegar la documentación esta misma semana, así como 
la modificación que se puede hacer a la redacción. 


Se trata de un tema muy complejo porque, además, es una subespecialización. Entiendo, pues, que resulte difícil de comprender, y 
por ello nos preocupa más. 


Si hacemos grupos interdisciplinarios podremos escuchar al Instituto de Órganos, pero también a todos los demás que intervienen: 
hematólogos, quienes desarrollan criobiología, quienes se dedican a diversas especialidades, patólogos; en fin, es enorme la 
cantidad de gente que interviene. Eso es lo lindo de esto, porque todos vamos a trabajar si nos ponemos de acuerdo. En cambio, si 
digo que todo lo va a hacer, por ejemplo, el Hospital de Clínicas, y de allí Medicina Transfusional, me van a pegar unos cuantos 
porque dejo un tema enorme para un solo grupo. Eso es lo que quiero que quede claro, porque este señor artículo es muy profundo 
y muy preocupante. 


Lo que pretendemos es que se busque un acuerdo; no queremos ser los dueños de la verdad ni quedarnos con todo. 


Creo que estaba bien definido lo que hacía el Instituto Nacional de Órganos y Tejidos, hasta que se puso la palabra "célula" y 
quieren hacer todo lo referido a ella. Está bien definido en las leyes que ellos tienen y nadie les discute que hagan la 
histocompatibilidad, ni que quieran obtenerla a través del SINDOME, lo que fue aprobado; pueden hacer todos los registros que 
quieran en cuanto refiere a médula ósea, pero nunca dijimos que por el hecho de que ellos hagan un registro nosotros no lo 
podamos hacer. 


Hoy venimos porque vemos que se pierde una especialidad en la que el destino quiso que estuviera yo, pero mañana va a haber 
otro -espero- y por eso lo planteamos aquí, donde se está discutiendo y donde se va a definir. Por parlamentarios amigos sabíamos 
que por el Parlamento ya había pasado el tema y ahí nos asustamos más. Por eso surgió este "SOS" y a quienes nos preocupa nos 
llegó la información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea aclarar que seguramente la información se presentó en Cámara de Representantes en 
ocasión de tratarse el Presupuesto, pero que no viene con todos los antecedentes hacia el Senado, es decir que hay que volver a 
presentarla. También se puede haber presentado en la Comisión de Salud Pública -que integro- pero no lo tenemos aquí. 


Más allá de las dificultades técnicas que tengamos para entender, creo que el planteo ha quedado absolutamente claro en cuanto a 
vuestra preocupación. Los miembros de la Comisión han tomado cuenta de ello y veremos cómo continuamos con el tratamiento de 
este tema. 


Agradecemos vuestra presencia y les pedimos disculpas por haberlos atendido un 2 de noviembre al mediodía. 
(Se retira de Sala la Sociedad de Hemoterapia e Inmunohematología del Uruguay) 
- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 39 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


